Carátula 


COMISIÓN DE PRESUPUESTO INTEGRADA CON HACIENDA 


(Sesión celebrada el día 11 de setiembre de 2018). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 15:04). 
—La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene el gusto de recibir 


a la delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, integrada por su 
titular, la arquitecta Eneida de León; por el subsecretario, arquitecto Jorge Rucks; por el director 
general, doctor Homero Guerrero; por el director de Dinavi, arquitecto Salvador Schelotto; por el 
director de Dinama, ingeniero químico Alejandro Nario; por el director de Dinagua, ingeniero Daniel 
Greif; por el director de Dinot, arquitecto José Freitas; por la asesora de Dinavi, economista Sandra 
Rodríguez; por la coordinadora del PMB, Cecilia Cairo; por la presidenta de Mevir, doctora Cecilia 
Bianco; por la asesora de comunicación, Paula Mosca y por el director de cambio climático, Ignacio 
Lorenzo. 


SEÑORA MINISTRA.- Señor presidente: voy a ser muy breve en mi exposición sobre lo que significa la 
rendición de cuentas del año 2017 que, realmente, para nosotros representó un avance muy 
importante, en especial en lo que refiere a los programas habitacionales del sistema público de 
vivienda y de acuerdo con el plan quinquenal de vivienda. Si nos referimos a las nuevas soluciones 
habitacionales, encontramos que en el año 2017 se terminaron 3800 viviendas nuevas y, el acumulado 
de los últimos 3 años —estoy hablando de los años 2015, 2016 y 2017- es de 10.106. Si consideramos 
las 9066 que se encuentran en ejecución, tenemos por ambos conceptos un total de 19.172 viviendas 
en este período que va del 2015 al 2017. 


Por otro lado, el total de soluciones habitacionales del ministerio, contando las que están 
terminadas y las que se encuentran en ejecución —que comprende una serie de programas que los 
señores senadores conocen; estoy hablando de alquileres, mejoramiento de barrios, etcétera— es de 
47.930, incluyendo las acciones sobre el stock. 


Con esto lo que estamos mostrando es cómo hemos llegado hasta aquí y cómo pensamos 
hacerlo a principios del 2020. A esto tenemos que sumar criterios que hemos revisado y ajustado — 
políticas y criterios—, con el objetivo de alcanzar a la población que es el objetivo de nuestro ministerio, 
que son los sectores más vulnerables de la sociedad. Buscamos mejorar el acceso de ese grupo de 
población más desfavorecido para considerar sus necesidades y los beneficios que les damos. 


En el año 2017 desplegamos todos estos programas habitacionales y al cierre de ese año 
tuvimos una muy buena ejecución. 


En lo institucional logramos un funcionamiento más orgánico y coordinado del sistema 
público de vivienda y, fundamentalmente, integramos el trabajo del Plan Juntos, el Programa de 
Mejoramiento de Barrios, la relocalización de la Dirección Nacional de Vivienda y también Mevir, que es 
un elemento fundamental para acceder a estos grupos de la ciudadanía. El trabajo coordinado de estos 
tres programas es muy importante para que logremos llegar a estos grupos, que son los más difíciles 
de acceder. 


En cuanto a los términos cuantitativos, puedo decir que se avanzó fundamentalmente en las 
metas que se ajustaron. Lo que vimos del año 2016 —y por eso lo modificamos en el 2017- es que las 
metas que teníamos planteadas a nivel general no eran demasiados exigentes. Subimos un poco la 
exigencia de tal forma de tener hoy ciertos resultados que miden mejor lo que hemos logrado o lo que 
vamos a poder lograr. 


Estos programas claves del plan quinquenal son importantes. Por ejemplo, el de cooperativas —al cual 
accede, fundamentalmente, la clase trabajadora— tiene una participación en el presupuesto de 


aproximadamente un 60 %; también está el de la autoconstrucción —otra buena solución que hemos 
manejado, a la cual hay que sumar la acción de Mevir—, que se desarrolla en pequeñas localidades y 
en el medio rural disperso. 


En términos de avances cualitativos, voy a enumerar las medidas que se han tomado. Entre 
otras, están la ley de subsidios a la vivienda —que fue muy requerida, sobre todo por las cooperativas—, 
el proyecto de ley sobre inmuebles abandonados y degradados —que está en conocimiento de los 
señores senadores-, y el ajuste de los programas de vivienda de acuerdo con los ingresos máximos — 
antes el ingreso dependía de un número fijo y ahora se toma un ingreso per cápita—, ya que se ponían 
límites de ingresos a los programas de nuestro ministerio sin considerar si la familia tenía uno o más 
integrantes. 


Asimismo, se estableció un sistema de préstamos para acceder a los cupos libres de las 
cooperativas —en esto todavía seguimos trabajando en conjunto con las distintas federaciones—, se 
elaboró un nuevo reglamento operativo del Plan Nacional de Relocalizaciones —en acuerdo con las 
intendencias departamentales—, se revisó el sistema de garantías en los casos de subsidios de alquiler 
que tenía un problema de recupero y ahora está mejorando con los nuevos controles, y se 
reformularon normas para la Ley n.” 18795, que refiere a la mal llamada vivienda de interés social, que 
ahora se le dice vivienda promocionada. 


Por otra parte, se planteó un sistema de PPP —pensamos que puede quedar para el próximo 
período porque todavía no se ha concretado—, con una serie de capacidades que fueron elaboradas 
junto con la Corporación Nacional para el Desarrollo, de unos USD 35:000.000. 


También tuvimos el objetivo del derecho a la ciudad, que se planteó de manera transversal por 
medio de ordenamiento territorial; el acceso al derecho a la ciudad fue una finalidad muy importante en 
la conferencia Hábitat 111. 


Por su parte, la cartera de inmuebles para vivienda está funcionando mejor. A su vez, la 
Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, junto con las intendencias departamentales, 
planificaron concursos de proyectos urbanos para la exPaylana, en Paysandú, y la exRaincoop, en 
Montevideo; son proyectos muy grandes que abarcan diferentes programas. 


Naturalmente, la comisión de género está en todas las direcciones. Indudablemente, esta 
perspectiva de género es muy importante. Tenemos acuerdos con el Mides, y por medio de ese 
ministerio y de las fiscalías, llegan los grupos de los temas de violencia intrafamiliar y los de testigos 
protegidos, a los cuales se está respondiendo lo mejor posible. 


Por supuesto, tenemos como un rol fundamental la atención a las emergencias climáticas. 
Como los señores senadores saben, en 2016 tuvimos una experiencia en Dolores que fue muy 
importante para que el ministerio desarrollara los sistemas y ya tenemos todo desplegado en San 
Carlos, Pan de Azúcar, Rocha y algunas localidades de Canelones. Finalmente, hoy están 
comenzando las obras en el litoral por las inundaciones del año pasado. 


También hemos mejorado la parte de gestión, concretamente en lo que tiene que ver con las 
licitaciones, porque teníamos un promedio de alrededor 800 días para hacer la adjudicación. Como los 
señores senadores sabrán, el ministerio llama a licitación de proyecto, precio y terreno o si damos el 
terreno se pide proyecto y precio. Hoy, gracias a un esfuerzo muy grande realizado por los funcionarios 
y los directores hemos llegado a estar en un poco más de 300 días. 


Con respecto a los planes, el Plan Juntos se ha desarrollado, fundamentalmente, en 13 
departamentos del país. Estamos tratando de hacer un seguimiento, mejorando la parte técnica de las 
viviendas que se entregan. Durante 2017, el Programa de Mejoramiento de Barrios —-PMB-— ha 
realizado redes de saneamiento, agua potable, electricidad y vialidad en tres áreas urbanas 
precarizadas. Hay 729 hogares donde residen más de 2.600 personas. Tenemos otros siete 
asentamientos más, que abarcan unos 2.500 hogares con más de 7.000 personas que todavía están 
en ejecución. También, a través de la ANV se hicieron llamados para terminar obras inconclusas. Como 
sabrán los temas de las obras inconclusas son una realidad no solo en Montevideo, sino también en el 
interior, lo que sumado a la recuperación urbana es un elemento muy importante. 


En 2017, Mevir cumplió los 50 años de vida institucional y hubo un largo proceso de reflexión 
fundamentalmente sobre temas tecnológicos y la metodología de intervención que se ha aplicado; hoy 


tenemos 25 planes en ejecución en todo el país. Naturalmente, nosotros usamos como base la firma 
de convenios. Junto con UTE y el Ministerio de Industria, Energía y Minería estamos tratando de 
resolver el tema de los colectores solares de viviendas, para que tengan un abaratamiento en el 
consumo, con la OPP estamos trabajando en la planificación estratégica y con Mevir estamos dando 
una solución importante a los efectos de esta intervención. 


En cuanto al ambiente, al agua, al territorio y a la respuesta al cambio climático, nos 
enfocamos fundamentalmente en la mejora de procedimientos, evaluaciones, controles y en la creación 
de nuevos instrumentos. Tenemos una larga lista de proyectos, de leyes, de decretos y normativa; 
estamos avanzando —creemos que con éxito- en hacer que los temas medioambientales adquieran 
relevancia a nivel de la población. Esta es una prioridad para nuestro ministerio, porque hemos llegado 
a la conclusión que la colaboración de la población en todos estos temas ha sido fundamental. Fue 
presentada la primera contribución determinada a nivel nacional sobre cambio climático que, inclusive, 
fue aprobada por el Parlamento y reconocida a nivel mundial. En 2017 aprobamos el primer Plan 
Nacional de Aguas que hizo la Dinagua y además elaboró la propuesta de instrumentación de los 
caudales ambientales, que son pasos sustantivos para la gestión de los recursos hídricos porque 
naturalmente como siempre priorizamos el cuidado del agua potable. 


En síntesis, esto es lo que queríamos plantear con respecto a la protección del agua, que 
implica no solo el cuidado de los cuerpos de agua del río Santa Lucía, de la Laguna del Sauce y 
demás, sino también una gestión segura de los residuos. Como los señores senadores saben, tenemos 
una ley sobre gestión integral de residuos que, en todo caso, la podemos explicar más. 


Otros temas importantes son: el control del mal uso de agroquímicos y otras fuentes de 
contaminación de nuestros cuerpos de agua, la protección de la biodiversidad y el de las ciudades 
sostenibles —estamos trabajando en esto—, que tiene que ver con el acceso al suelo y la densificación 
urbana que es, de alguna manera, la finalidad de todos los programas de este ministerio. Dentro de 
estos temas, también está el de la política ante el cambio climático, que implica una política nacional 
para la adaptación y la mitigación, pues somos un país que sufre tremendamente sus efectos, sin ser 
contaminadores. Resta mencionar la protección de las costas y del mar. 


Más adelante podemos ampliarlos, si así lo desean los señores senadores, pero podemos 
adelantar que, con relación al río Santa Lucía, estamos trabajando con planes de protección de 
segunda generación, con planes pilotos para el cuidado de aguas urbanas, todo lo cual se hace con el 
aporte de la sociedad civil y de la academia. 


También tenemos entre manos el Plan Nacional Ambiental, del que ya se terminó el borrador y 
se está presentando en todos los departamentos del país. 


Como uno de los grandes cambios, podemos destacar que la Dinama dispone del 
Observatorio Ambiental Nacional, que es una plataforma de fácil acceso y posibilita el intercambio de 
información. 


Con la Dinagua se trabaja muy de cerca con el Sistema Nacional de Emergencias, con la 
Agesic y el Mides en lo que respecta a todo el sistema de información geográfica. 


Por su parte, la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial en su página web ha 
incorporado herramientas de búsqueda e instrumentos de ordenamiento territorial. Y, asimismo, se ha 
actualizado la cartografía de todo el país. 


Debemos recordar que, en esta cartera, tenemos también al Instituto Antártico Uruguayo y al 
Inumet, que son fundamentales para el intercambio de información. 


Obviamente, la gestión del agua, del medioambiente, el desempeño ambiental, implican la 
gestión de las denuncias. Hoy en día es mucho más fácil hacer las denuncias. Es así que, en el año 
2017, recibimos cerca de mil denuncias, de las que el 70 % fueron procesadas por la Dinama y el resto 
por otros organismos. Al mismo tiempo, se aprobaron 23 proyectos de ingeniería y 41 renovaciones de 
autorización ambiental de operación; se realizaron 770 inspecciones y se aplicaron sanciones por más 
de 9.000 UR. 


De modo que intervenimos en autorizaciones ambientales, en el control de uso de plaguicidas, 
en la mejora de las capacidades, en la protección de la biodiversidad, todos temas complejos que son 


manejados por la Dinama. 


Para terminar, quisiera referirme al Sistema Nacional de Áreas Protegidas, que se ha 
ampliado y, fundamentalmente, estamos trabajando mucho en la gestión de costas y mares. Este año 
estamos comenzando con la protección de océanos. Actualmente tenemos mucha más área de océano 
que de tierra y corresponde que nuestro ministerio asuma responsabilidades al respecto. 


Por otra parte, me gustaría mencionar algunos asuntos internacionales. Tenemos la 
presidencia del comité permanente de humedales de la Convención de Ramsar a cargo del 
subsecretario Rucks. Asimismo, fuimos uno de los primeros países en firmar el Convenio de Minamata 
sobre el Mercurio, tenemos un acuerdo con China para el control y hemos recibido muy buenos 
informes. Por su parte, tenemos una cooperación sur—sur con Colombia, Sudáfrica, Chile y Perú. Otro 
tema importante es el del cambio climático y, aparte de que el Uruguay es un integrante importante del 
grupo de 77 países más China, hemos fortalecido nuestra posición con un acuerdo firmado con 
Argentina y Brasil para poder acceder a la gobernanza del Fondo Verde del Clima, en el que ocupamos 
un lugar. 


En cuanto a nuestro país, elevamos importantes proyectos de ley, como el de delitos contra el 
ambiente, que esperamos que se apruebe. Esta iniciativa se elaboró junto con la fiscalía, porque no 
existían los delitos ambientales en el Uruguay. También está la ley moratoria del uso del fracking —la 
fractura hidráulica en la búsqueda de hidrocarburos— y otras iniciativas que ya nombré. Las directrices 
territoriales ya fueron aprobadas y hay varios decretos reglamentarios. 


Creo que no es necesario abundar en estos aspectos y quedo a las órdenes para responder 
preguntas. 


SEÑOR HEBER.- Buenas tardes, señora ministra. Un clásico de las rendiciones de cuentas son 
nuestras polémicas sobre las planillas y los cumplimientos; incluso los senadores del Gobierno me lo 
recordaban. Ahora estamos con una cartera donde hay ejecución y vuelven a aparecer los juicios y las 
metas de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Puedo decir que su director, el economista Álvaro 
García, no la trata muy bien en el informe. 


Todas las direcciones y unidades ejecutoras son muy importantes, pero la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto le está diciendo a este ministerio que no llega al 40 %. Tiene un 
cumplimiento parcial del 38,5 % y no cumplió con un 23 % en áreas tan importantes como la vivienda. 
Obviamente, la ministra tendrá su explicación y me gustaría escucharla. 


En la parte de medio ambiente, el cumplimiento es del 70 %, pero hay un 20 % que no se 
cumplió y un 10 % de cumplimiento parcial. 


Estoy hablando de dos áreas muy importantes: el tema ambiental —por aquello de Uruguay 
Natural- y la vivienda que quizás sea el aspecto de mayor sensibilidad. Respecto a este tema, 
queremos hacer varias preguntas sobre el detalle de las planillas que recibimos. 


En lo que tiene que ver con el plan quinquenal, me voy a referir a las nuevas soluciones 
habitacionales, que no son todas nuevas porque también hay préstamos, subsidios para adquisición de 
viviendas, etcétera. En lo personal me gusta hablar de cuántas llaves se entregaron y de cuántos 
techos nuevos hay, pero a lo largo de todos estos años no hemos podido ponernos de acuerdo y no lo 
vamos a hacer ahora. 


El capítulo de nuevas soluciones habitacionales —primer renglón de la planilla-comprende: 
cooperativas, construcción de viviendas, construcción de viviendas para el Banco de Previsión Social, 
autoconstrucción asistida, viviendas en pequeñas localidades, relocalizaciones, préstamos y subsidios 
para adquisición de viviendas. El ministerio detalla que en el quinquenio 2015 — 2019 iba a cumplir con 
23.500 viviendas. Pero después de tres años de ejecución estamos en 10.000, y anuncia que para el 
resto del período hay alrededor de 9.000 viviendas que están en vías de ejecución. Entonces, 
parecería bastante difícil creer —ojalá que sí porque todos queremos que haya viviendas y el 
cuestionamiento es para que haya aún más; todos queremos que se ejecute más y mejor— que si en 
tres años se hicieron 10.000, en lo que resta del período se puedan hacer otras 9.000. De todas 
maneras, serían 19.000 y no se cumpliría con la meta de 23.500; es decir que estaríamos en casi 
4.000 viviendas menos de lo se anunció en el plan quinquenal. 


En el desglose de estas ejecuciones hay un tema que llama la atención. En el renglón de las 
cooperativas se detalla que se hicieron 1.200 viviendas en 2015, 1.173 en 2016 y 1.659 en 2017 — 
estamos bien porque la situación viene mejorando—, y después se agrega un avance correspondiente a 
2018. Estamos considerando la rendición de cuentas de 2017, pero como los números no son buenos, 
para que se vean mejor se incorpora una columna relativa a 2018 y no se habla de 2017, que ya tiene 
los juicios adversos por parte de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Respecto a las cooperativas, se hablaba de 1.600 viviendas por año, pero se dice que hay 
1.000 terminadas —supongo que son datos de 2018, a junio—, y se señala de repente —sería como una 
explosión— que hay 6.889 en ejecución. Es difícil entender que en la planilla se detalle que hay 6.889 
en ejecución en 2018 cuando en los años anteriores hablábamos de aproximadamente 1.100, 1.200 o 
1.600. Quizás tengan alguna explicación, pero no parece lógico de acuerdo con el nivel de ejecución 
que venía teniendo el ministerio. 


El segundo renglón de la planilla es el capítulo relativo a construcción de viviendas. 
Pensábamos que acá se iba a tratar de viviendas efectivas, hechas, armadas. Porque tenemos el tema 
de las cooperativas, el de los terrenos, el del saneamiento; en fin, una serie de aspectos que demoran 
y trancan mucho la ejecución, pero no en el caso de construcción de viviendas. En 2015 hubo 125 
viviendas. Pensábamos que en 2016 iba a haber más; sin embargo, hubo cero. Y en 2017 hubo 176. 
Por su parte, la planilla dice que entre viviendas terminadas y ejecutadas hay aproximadamente 500. 
La meta del quinquenio era 3.500 viviendas. Entonces, ¿cómo se llega a cumplir esta meta? Vuelvo a 
repasar los números: 125, 176, y O en 2016. En total, en tres años, se hicieron 301 viviendas nuevas y 
hay otras en ejecución. 


Nosotros no vamos a tener otra rendición de cuentas como para poder verificar estos datos; 
entonces, esto es un crédito por el cual deberíamos admitir que la señora ministra —que viene 
ejecutando muy mal la construcción de viviendas— en el último año concretará 500 viviendas, las que, 
sumadas a las 300 que ya se ejecutaron, totalizarán 800. ¿Cómo llega la señora ministra a cumplir el 
plan quinquenal de 3.500 viviendas? ¿Lo va a conseguir en el último año, en 2019? Como dije, son 800 
entre lo que está cumplido y lo que está ejecutándose en 2018; o sea que tendríamos que tener otra 
explosión como la de las cooperativas para poder llegar a la cifra de 3.500. 


En lo que respecta a la construcción de viviendas para el Banco de Previsión Social, la meta 
en el plan quinquenal era de 1.200 y se concretaron 30 en 2015, 32 en 2016, 51 en 2017, y hay 200 en 
ejecución. Me parece que es muy difícil que se pueda llegar a la meta. 


La planilla, además, aporta otro dato que nos parece importante, porque no todas son 
críticas. Creo que Mevir sigue siendo una persona pública no estatal con asistencia de recursos 
nuestros que cumple bien. De 3.000 viviendas para pequeñas localidades que tenía asignadas en el 
plan quinquenal, lleva ejecutadas 2.000, y podemos pensar que en lo que resta del período alcanzará 
la meta. 


Las relocalizaciones son eventos que se dan frente a determinadas situaciones. Pero 
continuando con el stock de viviendas del ministerio, la pregunta es qué pasó con el Plan Juntos, cuya 
meta en el plan quinquenal era de 3.600 viviendas. Los informes del Plan Juntos nos dicen que se 
construyeron 272 en 2015, 276 en 2016 y 248 en 2017. ¿Cómo llegamos a las 3.600? Estamos 
hablando de alrededor de ochocientas viviendas construidas por el Plan Juntos; entonces, reitero: 
¿cómo llegamos a las 3.600? 


Me parece que los números, los datos concretos aportados por el ministerio no ayudan a 
determinar que la gestión en lo que respecta a la ejecución de construcción de viviendas es buena. 


A continuación figura el Programa de Mejoramiento de Barrios referido a los asentamientos. 
Al respecto, nos gustaría hacer un comentario aparte. Según el censo de 2011, estamos hablando de 
165.000 personas —no sé si hay cifras actualizadas—- que viven en 589 asentamientos. Según los 
informes que nos trae la ministra, entre 2015 y 2018 se terminaron solo 10. Fíjense que en los años de 
mayor crisis económica que vivió el país, cuando estuvo el doctor Batlle, desde 1999 a 2004, se 
realojaron 16, y en este período —que el señor ministro Astori dice que no es de crisis, sino de 
crecimiento y de gasto social— solo diez, cuando a esto es a lo que se debería destinar el mayor gasto 
social. Eso significa 1229 personas a las que se les solucionó la vivienda, según los informes que 
tenemos del propio ministerio; pero hay 165.000 personas que viven en esta situación. ¡Es un desastre! 


A su vez, la ministra y el Gobierno nos plantean destinar USD 30:000.000 a las cooperativas 
en el año 2018. En las planillas que nos envió el Ministerio de Economía y Finanzas dice que para el 
año 2018 se destinan $ 900:000.000 adicionales para las cooperativas del MVOTMA. Está bien, todos 
queremos que las cooperativas sigan creciendo, pero ¿no tenemos una urgencia con los 
asentamientos? No se prevé ninguna ampliación, y por estos números es un fracaso el reasentamiento 
de la gente que vive en asentamientos. ¡Hubo solo diez en tres años, cuando, según el ministro de 
economía, estamos en momentos de crecimiento del país! Y se plantea gastar USD 10:000.000 más en 
2019 en cooperativas. ¿Nada para los asentamientos? 


Entonces, mi pregunta a la señora ministra es cuál es la prioridad en este presupuesto. ¿No 
es prioritaria la gente que está viviendo en condiciones infrahumanas, como hemos visto, 
lamentablemente, en muchos lugares? 


Reitero que no se trata de que haya una competencia entre cooperativas y asentamientos. 
¿Pero no parecería lógico que una parte —por lo menos la mitad— del esfuerzo presupuestal que hace 
el pueblo uruguayo —no lo hace el Gobierno, sino que solo administra la plata del pueblo uruguayo— 
fuera a asentamientos para poder disminuir la horrible cifra que tenemos? ¿No podemos lograr, aunque 
sea, que decenas de miles de personas salgan de la situación infrahumana en que viven y no 1.200 de 
un total de 165.000, como sucedió en estos tres años? No digo que sean ciento de miles, porque 
necesitaríamos muchísimo dinero, pero se gastan USD 30:000.000 en 2018 y no hay un peso para 
asentamientos. Para el año 2019 hay USD 10:000.000 para cooperativas y ni un dólar para 
asentamientos. Todo está destinado a las cooperativas. 


Realmente, nos gustaría escuchar un comentario de la señora ministra en este sentido porque 
el fracaso se ve en los números, y no solamente de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, por lo 
que dice ese organismo. Por eso habla de que no cumplió con un 23 %, hubo casi un 40 % de 
incumplimiento parcial y solo un 40 % de cumplimiento. Estas cifras demuestran una falta de eficiencia 
a la hora de ejecutar los créditos, lo que sin duda nos preocupa, porque los uruguayos estamos 
gastando unos USD 180:000.000 —son $ 5.132:000.000-— en nuevas soluciones urbano habitacionales. 


Entonces, uno se pregunta: ¿En qué estamos gastando este dinero? Porque no se ve en la 
cantidad de viviendas concretadas. Se ve la salida de dinero, pero no se ven las viviendas. Digo esto 
porque, naturalmente, deberíamos tener mejores niveles de ejecución de viviendas. La plata está. ¿Se 
gastó? Sí, se gastó. De un total de $ 5.151:000.000 se gastaron $ 5.132:000.000, pero no vemos las 
viviendas. ¿Dónde están? ¿Dónde queda la plata? 


Por otro lado, señor presidente y señora ministra, aprovechamos para referirnos a otro asunto. 
Se ha lanzado un tema -—les pido que luego responda estas preguntas; seguramente luego 
intervendrán otros señores senadores-—, que es el plan de vivienda sindical —el cual tuvo sus bemoles, y 
no vamos a entrar en temas que no tienen nada que ver con el presupuesto— y que fue motivo de 
atención de la opinión pública. ¿En qué parte de este plan está incluido? ¿Dónde está? ¿En las 
cooperativas? ¿Se introduce el plan de vivienda sindical en el rubro de las cooperativas? ¿O está 
incluido en otro? Por eso me gustaría preguntarle a la ministra para que me ayude a entenderlo. 


Por tanto, me gustaría saber cómo se definen los recursos destinados a este plan. ¿Cómo se 
asegura que la cobertura a esta demanda sea ecuánime con respecto a la población en situaciones 
similares de ingreso? ¿Cuántas viviendas y por qué montos han sido financiadas? ¿Qué tipo de apoyo 
le da el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a este programa? ¿Le otorga 
subsidios, préstamos, tasas de interés? En fin, nos gustaría saber qué medidas ha tomado el ministerio 
frente a los casos de público conocimiento de malas prácticas de las IAT y también con respecto a los 
integrantes de esta situación. 


Por tanto, aprovecho esta oportunidad para despejar una duda que teníamos sobre el plan de 
vivienda sindical porque no lo vemos en los programas. Nos gustaría saber, entonces, dónde se va a 
ubicar. No es que estemos en contra, pero nos parece que tiene que ser equitativo. 


A su vez, quisiéramos abordar dos temas más antes de terminar nuestras preguntas. El 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente dirigió una carta al ministro Astori el 
25 de octubre de 2016 solicitándole un proyecto de participación público privada para 1200 viviendas 
por un total de USD 100:000.000. ¡Bárbaro! Otra novedad, otro recurso. ¡Bienvenido! Una famosa PPP 
para viviendas. Pero, reitero, lo hace el 25 de octubre de 2016. Luego, el propio informe en la comisión 
de rendición de cuentas dice que la iniciativa del MVOTMA, proyecto de infraestructura de vivienda, el 
4 de julio de 2017 ingresó al Ministerio de Economía y Finanzas para su consideración e informe. 


Quizás como uno nunca estuvo del otro lado del mostrador no sabe qué es lo que pasa, pero si la carta 
es del 25 de octubre de 2016 observamos que pasó casi un año, pues recién en julio de 2017 ingresa 
al Ministerio de Economía y Finanzas. Entre un ministerio y otro hay unas 12 cuadras, así que creo que 
a pie un funcionario dedicaría un mes por cuadra para poder hacer esto. ¿Cómo puede demorar tanto 
en llegar un expediente? Y tiene bastantes funcionarios el ministerio. El 12 de octubre de ese mismo 
año el Ministerio de Economía y Finanzas —demoró tres meses-— dio su pronunciamiento favorable. Es 
decir que estamos a un año de que el ministerio de economía dijo que sí. ¿Qué pasó entonces con 
esto? ¿No va a andar? ¿Vamos a tener PPP de vivienda?, porque si se hizo todo el trámite será porque 
se pensará usar esa herramienta ahora. 


También quiero hacer un par de preguntas sobre funcionarios. El tema de los adscriptos a los 
ministros nosotros lo votamos en contra y se vuelve a insistir sobre eso. Vemos que el amigo Frugoni 
no quedó a la intemperie, sino que quedó como asesor economista. Pero hay otra funcionaria, Paula 
Mosca Tozzini —si está acá le pido disculpas, pues no es por cuestionarla a ella que es una persona 
que no conozco y seguramente sea muy capaz-, de ciencias de la comunicación y creo que al menos 
hay que actualizar el programa del ministerio, porque allí se habla de que asesora en asuntos 
vinculados al cierre del plan de comunicaciones, del plan quinquenal 2010-2014. ¡Por lo menos 
actualicen esta información! Estamos en el 2018. ¿O le seguimos pagando a la asesora por lo que ya 
hizo en el pasado? Seguramente no. Entonces pido que corrijan en la planilla de información al Senado 
y por lo menos hablen del plan quinquenal 2015-2019 y no por el trabajo ya hecho. Pido disculpas a la 
comunicadora, pues no se trata de nada contra ella, pero es parte de la información veraz que 
debemos tener. 


Por último, en la Oficina Nacional del Servicio Civil dice que usted tiene 532 funcionarios 
públicos, pero también 393 funcionarios no públicos. Mirando esta planilla, que es nuestra obligación, 
vemos que hay arrendamientos de servicios para organismos internacionales. Yo pensé que allí habría 
10 funcionarios; sin embargo, hay 111 arrendamientos de servicios con organismos internacionales, es 
decir que tiene más que la cancillería. ¿Estamos con otra cancillería en el ministerio de vivienda? Hay 
111 funcionarios contratados por arrendamiento de servicios con organismos internacionales. Yo sé que 
hay programas con el PNUD, ¿pero hay 111 funcionarios contratados por arrendamiento de servicios 
con organismos internacionales? Tiene 111 becarios en la Dirección Nacional de Vivienda. Se ve que 
acá no le han dado mucha bolilla al señor ministro de Economía y Finanzas cuando pidió que se 
redujeran los funcionarios públicos, que cada tres vacantes se ahorrara una; en los únicos lugares 
donde no se ahorraba era en las áreas de salud, educación y seguridad. Que yo sepa, no estaba 
dentro de esos rubros y acá no se ahorró nada. Hay 925 funcionarios en total, pero me llama la 
atención que tenga 393 que no son funcionarios públicos. 


Asimismo, el 88 % están todos en Montevideo. Si uno los viera desparramados por el interior 
del país, uno podría decir: «Bueno, es importante para el amigo Pardiñas, por ejemplo, en Cerro Largo, 
que haya una oficina de vivienda en la que pueda haber becarios que estén trabajando en los 
asentamientos que ahí existen». Pero no; ¡el 88 % está acá! Y de los números que estoy mencionando 
acá, los 165.000 asentamientos, no son en todo el país. 


Por último, señora ministra, señor presidente, con relación a este tipo de temas sobre 
funcionarios nos gustaría, si fuera posible, en el correr de esta tarde, que se nos respondiera si hay 
una justificación para tener 111 becarios. Quizás por ahí lo pueda entender más, en función del trabajo 
de campo, de barrio, donde a veces no es necesario tener un funcionario en forma presupuestada pero 
sí alguien que pueda tener un vínculo por un período determinado. Que en esa situación haya un 
becario es algo que lo puedo entender mucho más. Pero no entiendo los 111 arrendamientos de 
servicio para organismos internacionales, a no ser que la señora ministra me lo pueda justificar. No lo 
entiendo, no lo comprendo, y ojalá en este sentido la señora ministra pueda, con sus argumentos, 
hacer que yo cambie de opinión sobre este gasto que me parece excesivo, teniendo en cuenta que 
necesitamos hasta el último peso para poder construir viviendas, sobre todo frente al fracaso que 
tenemos en lo que tiene que ver con los asentamientos irregulares que hay en el país y que muy poco 
ha hecho al respecto el ministerio. 


SEÑORA AVIAGA..- Buenas tardes. Es un gusto recibir a la señora ministra y a su equipo. 


Tenemos algunas consideraciones generales para hacer, y después, cuando se trate el 
articulado, a medida que avance, vamos a hacer algunas otras consideraciones específicas en cada 
uno. 


El senador Heber ya se refirió al tema de la vivienda. Ya hizo muchas preguntas sobre eso. 
Pero nosotros tenemos alguna inquietud más específica, por ejemplo, en lo relativo con la ejecución de 
las viviendas del BPS. Si no entendí mal los números que se dieron sobre ese tema, en cuanto al 
incumplimiento en materia de vivienda es aún mayor el porcentaje que el que ya expresó el senador 
Heber. Esto me preocupa porque para esta población el tiempo de espera es fundamental. Los adultos 
mayores en situación de vulnerabilidad y con necesidad de vivienda no pueden esperar. 


El otro tema que me preocupa específicamente en materia de vivienda es el de los 
asentamientos irregulares. Quisiera saber cuántos se han regularizado desde marzo de 2015 a 2018, 
cuántos hay en todo el país hoy, cuántas familias viven en ellos y en qué orden de prioridades está 
este tema para el ministerio. 


(Ocupa la presidencia la señora senadora Payssé). 


—En cuanto al ordenamiento territorial, se han cumplido diez años desde la aprobación de la 
ley respectiva y los planteos que se han escuchado con respecto a su aplicación en este tiempo han 
sido bastante duros para con el ministerio. Es más, tengo entendido que se hizo un evento en la 
Universidad y las posturas y los trabajos que se presentaron analizando la implementación de la ley 
fueron bastante duros con lo que se ha hecho desde el Estado. Me consta que hay leyes elaboradas, 
elevadas por el ministerio a este Parlamento, como la ley de las directrices nacionales, que fue muy 
trabajada, muy discutida, pero no se logró que tomara la visión de la academia, del Congreso de 
Intendentes a la hora de analizar sus contenidos y a la hora de aprobarla. Hay un gran debe en ese 
sentido, porque, en definitiva, la ley de ordenamiento territorial es de todos, y obviamente que los 
Gobiernos departamentales están directamente involucrados en su aplicación, en su alcance, así como 
en la elaboración y en el articulado de las directrices nacionales. Sin embargo, no fue contemplada 
ninguna de las sugerencias del Congreso de Intendentes. Hay distintos conflictos territoriales por esto, 
por la falta de aplicación clara de esta ley. Un ejemplo es lo que está pasando en Canelones, con el 
megabasurero. 


Sé que nuestros invitados estuvieron en comisión, pero creo que habría que hacer un 
análisis interno de cómo se está aplicando desde el propio ministerio esta ley y cómo se está 
cumpliendo, o no tanto, por ejemplo en lo referido a UPM 2, a su localización en el territorio y a la 
evaluación ambiental estratégica, que ha brillado por su ausencia. También está el caso de lo que era 
el proyecto de la regasificadora, que tampoco estuvo apegado a los procesos de la ley de 
ordenamiento territorial. Esto hace que después haya conflicto en el territorio, y todo por no aplicar una 
ley debidamente. 


Hay casos puntuales que están siendo denunciados públicamente por los vecinos. Bien 
hablaba la señora ministra de la cantidad de denuncias que están realizando los vecinos, que están 
atentos, que están tomando conciencia de lo que pasa en el territorio. Esto hace que la labor del 
ministerio sea más movida y tenga más sustancia. Está bien que la gente se empodere de lo que pasa 
en su lugar y en donde vive, y que los vecinos sean actores también de las políticas que se llevan 
adelante en el territorio. 


Me preocupa un hecho que se está dando de manera repetida y quisiera saber qué tipo de 
presupuesto se destina ante esta clase de contingencias. Me refiero al tema de los peces que están 
apareciendo muertos en distintos lugares. El viernes pasado fue en el Santa Lucía; el mes pasado, en 
Paysandú; el anterior, en el río Uruguay. 


(Ocupa la presidencia el señor senador Carrera). 


—Todos los meses se dan diversos incidentes o eventos de este tipo y quisiera saber si han llegado a 
alguna conclusión en cuanto al porqué, a cuál es la causa. Las consecuencias en el agua las estamos 
viendo, pero necesito saber qué está causando esto, qué coordinación está llevando adelante la 
Dinama con las intendencias de cada departamento donde están dándose estos eventos, o tal vez con 
el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca o con el de Salud Pública, si está en sus manos actuar 
cuando suceden estos hechos y, si se dan un sábado, quisiera saber si cuentan con una guardia que 
se presente en el lugar, tome muestras y las analice. 


Con respecto a la aparición de estos peces muertos, me interesa estar al tanto de si tuvo 
alguna intervención la Comisión de Cuenca del Río Santa Lucía, que fue creada por decreto del Poder 


Ejecutivo en el año 2013. Lo pregunto porque vuestro ministerio tiene una importante participación en 
dichas comisiones de cuenca. 


Otro tema que nos preocupa y sobre el que también quisiéramos conocer si se están 
coordinando acciones y qué presupuesto se destina, es lo que está sucediendo en las playas de 
Rocha. No sé si están al tanto de que existe un estudio realizado por el CURE —Centro Universitario 
Regional del Este—, en el que se hace énfasis en los valores de muestras puntuales del agua marina, 
pero también de las vertientes que llegan a la playa, las que no están siendo tenidas en cuenta por la 
Dinama a la hora de determinar la aptitud para el baño. Se detectaron coliformes fecales en 
abundancia en las playas de La Coronilla, La Paloma, La Aguada, Costa Azul, Anaconda y Bahía 
Chica. 


Reitero, quisiera saber si están al tanto de ese informe, si conocen ese estudio científico y si 
están coordinando alguna acción con la Intendencia Departamental de Rocha ante esta situación que 
está planteada desde la academia en ese lugar. La academia es la que ha manifestado que la sanidad 
o salubridad de las playas está en una situación complicada. ¿Qué monitoreos o inspecciones realiza 
el ministerio en estos casos? ¿Tiene un presupuesto destinado? De ser así, ¿qué presupuesto está 
destinado para el monitoreo de las playas en Uruguay y, específicamente, las de Rocha donde ya se 
venía diciendo —en otros estudios— que hasta en la arena había coliformes fecales que, en sus efectos 
más benévolos, pueden provocar vómitos y diarreas, pero en los más cruentos pueden producir 
hepatitis? Incluso, se ha dado el caso de una bebé que el año pasado o el anterior —está registrado— 
debió ser sometida a un trasplante de hígado. Cuando analizaron el hígado —no en Uruguay sino en 
Argentina y Estados Unidos-, vieron que la patología se había dado por contaminación en la playa. 


Quisiera saber, entonces, qué presupuesto destina el ministerio para estos casos, qué se 
está haciendo y qué se está coordinando con la intendencia para analizar el problema. 


La otra cuestión que quiero plantear es lo que llamo la aventura petrolera uruguaya y tiene 
que ver con lo que está pasando en el norte del país. Sabemos que el ministerio está preocupado, que 
ha actuado, pero van dos veces que la petrolera australiana que está actuando en el norte tiene 
incidentes y derrames. En cada pozo que perforó tuvo un problema y hubo un derrame. Y eso me 
preocupa y mucho, porque se está perforando arriba del Acuífero Guaraní. Además, imagino que cada 
vez que tenemos que estar controlando esto también estamos cuidando el presupuesto de los 
uruguayos que se invierte ahí. En lo personal, siento que lo que está pasando no nos da ninguna 
seguridad en cuanto a la seriedad de esta empresa y tampoco en cuanto a que sea oportuno estar 
buscando petróleo encima, por debajo y a lo largo del Acuífero Guaraní. Estoy segura de que a 
nuestros invitados también les preocupa este asunto. Al respecto, pienso si no es momento de 
suspender estas perforaciones. Quizás las autoridades del ministerio puedan decirnos que no se ha 
visto comprometido el acuífero, pero me parece que estamos arriesgando una riqueza mucho mayor 
que la que posiblemente un día pueda encontrarse ahí. Quisiera saber qué personal y qué presupuesto 
se ha destinado al control de la actividad que está desarrollando esta empresa australiana en nuestro 
territorio. 


Asimismo, me preocupa el material radiactivo que está utilizando Petrel, porque si en 
actividades que serían de rutina tienen problemas, no puedo imaginar lo que podría llegar a ocurrir en 
situaciones más complicadas. En lo personal, soy muy precavida, tal vez porque mi formación en el 
área de la salud me lleva siempre a buscar la prevención, pero la verdad es que dejar que esa 
empresa utilice material radiactivo en sus perforaciones me provoca un poco de chucho con respecto a 
la responsabilidad que tienen. Quisiera saber si ese material es controlado por el ministerio y, en ese 
caso, si es posible asegurar que no ha existido ningún incidente en su uso en las perforaciones. 


Ahora voy a referirme a otro tema controversial, que es preciso que trate hoy a fin de conocer 
cómo se está manejando el ministerio y cuántos recursos de los uruguayos se están destinando a los 
controles correspondientes. Creo que tienen que ser parte de la ecuación económica los lucros 
cesantes y los pasivos ambientales que dejan las distintas industrias o actividades productivas en el 
territorio. Estoy hablando de la empresa Orosur, que detuvo sus operaciones. Ya sabíamos que esa 
empresa en cualquier momento se ¡ba a ir del país y que estaba pidiendo exoneraciones de impuestos, 
etcétera desde hace tres o cuatro años. Es más, el cianuro entraba en tránsito, o sea sin impuestos, 
cuando tenemos claro que esa sustancia no ingresa en esas condiciones a ningún lado sino que se 
queda en las lagunas de relave. Lo cierto es que me preocupa y mucho qué es lo que va a pasar ahora 
y qué está pasando hoy, más allá de que son muy importantes las fuentes de trabajo. Precisamente, el 
tema de las fuentes laborales compete a otro ministerio, pero al de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente le corresponde lo relativo a las medidas establecidas entre la empresa y la Cartera en 
la etapa de abandono o de cierre, ya que las empresas de este tipo no pueden irse y dejar todo como 


lo dejaron. Quiero saber qué se ha cumplido de ese protocolo de cierre que la empresa tiene con el 
Uruguay, porque esto trasciende al ministerio. La neutralización de los desechos cianurados en las 
lagunas de relave, ¿se está haciendo? ¿Se ha exigido, por parte del ministerio a la empresa Orosur, 
que eso se haga en forma debida? ¿Para cuándo está prevista esta neutralización del cianuro? 
Estamos hablando de lagunas de agua con cianuro de unas cuantas hectáreas. ¿Quién se hará cargo 
de los costos de esta neutralización? ¿Qué presupuesto destina el ministerio para asegurar y controlar 
los debidos procesos y qué personal tiene para que eso sea efectivo? ¿Existe un convenio entre Dinot 
y la Intendencia Departamental de Rivera para planificar Minas de Corrales y ver qué es lo que va a 
pasar en ese lugar de aquí en más? ¿Se establece alguna forma de mitigación? 


Estas son partes de las cuestiones que nos importan y mucho, porque es una zona muy 
sensible y siempre el hilo se corta por lo más delgado, y no solamente la gente se queda sin trabajo 
sino también en un territorio altamente contaminado. Me parece que hay que poner todas las baterías 
en remediar esto y exigir, además, a la empresa que se va —que bastante ganancia habrá tenido en 
estos años que estuvo ahí- que, por lo menos, neutralice esas lagunas con cianuro que tenemos en 
esa zona. 


Otro tema no menos controversial pero en el que el ministerio de medio ambiente ha sido 
muy claro en su posición, lo que nos importa mucho destacar —y agradezco la posición que ha tenido 
porque no es fácil mantenerla—, es el relativo a la aprobación de los eventos transgénicos, en diciembre 
del año pasado. Este ministerio y el de Salud Pública hicieron una fuerte apuesta para tratar de frenar 
la aprobación de esto aunque, lamentablemente, no tuvieron éxito. Los ministerios de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, de Industria, Energía y Minería, de Economía y Finanzas y de Relaciones 
Exteriores —que, en verdad, no sé qué tiene que ver con esto— decidieron, por encima del interés 
general, de la salud de la población y del medio ambiente, aprobar estos eventos transgénicos. 


Alejandro Nario fue muy categórico al expresarse en contra y quisiera una reflexión de él con 
respecto al tema. A su vez, me gustaría que la ministra nos dijera si a partir de los fuertes y firmes 
cuestionamientos que hicieron a la aprobación de estos eventos, han realizado o implementado algún 
seguimiento o monitoreo a las plantaciones, a las futuras cosechas y si, eventualmente, han empezado 
a hacer estudios, junto con el Ministerio de Salud Pública —que es la otra cartera que esperemos que 
pueda protegernos un poco en esto—, acerca de las consecuencias sobre el medio ambiente y la salud 
humana —que es lo más cuestionado de todo esto-— del uso de herbicidas nuevos. 


También quisiera saber qué presupuesto se ha destinado a esto, a esta fuerte oposición que 
han expresado alegando que se pone en riesgo la salud y el medio ambiente, a pesar de haber perdido 
la batalla contra los otros ministerios, en los que primó la mirada economicista y cortoplacista, lo que 
debería hacernos reflexionar porque, si no tenemos salud, si contaminamos el medio ambiente y 
nuestros hijos se nos enferman, ¿de qué nos vale tener más plata? ¿De qué nos vale que suba el PIB 
si la gente se enferma? Entonces, reitero, quisiera saber qué presupuesto están destinando y qué 
acciones están llevando a cabo para seguir diciendo «No» y argumentando con más fuerza para tratar 
de revertir lo que creen que no se podía aprobar. 


Otro tema que me preocupa es que en los artículos no se mencionan avances en la inversión 
de infraestructura en OSE; por lo menos, yo no vi nada de eso, pero quizás esté equivocada. No 
percibo que se esté planificando un tratamiento terciario de las aguas cloacales del país, ni que esté 
destinándose dinero para el tratamiento de los lodos residuales de los procesos de potabilización, que 
constituye un gran problema. 


Del texto de los artículos tampoco se desprende que se dedique algo del presupuesto a la 
instalación de filtros de carbón activado granulado en las plantas potabilizadoras del interior del país, 
fundamentalmente en Maldonado. Si la memoria no me falla, en el interior del país no existe este 
sistema de filtros, que se necesita en forma urgente para que el agua que les llega a los uruguayos sea 
de la calidad que merecen. 


SEÑOR AMORÍN.- Ante todo, damos la bienvenida a la señora ministra y al equipo que la acompaña. 


Voy a tratar de ser lo más concreto posible. Una de las preguntas que quiero formular es 
similar a la que planteó el señor senador Heber. Según los datos de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, al 31 de diciembre de 2017 el ministerio tenía 532 vínculos laborales con calidad de funcionario 
público y 393 vínculos sin esa calidad. Entre estos 393 hay 111 becarios y 210 arrendamientos de 
servicio con organismos internacionales. De eso surge que hay 111 personas contratadas por 
organismos internacionales que revisten en la Dirección General de Secretaría. Por tanto, me gustaría 


saber cuál es la labor que realizan esos 111 funcionarios que, según la información brindada por la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, se desempeñan en la Dirección General de Secretaría. 


El otro dato que me llamó la atención es que los 111 becarios figuran como vinculados con la 
Dirección Nacional de Vivienda. La pregunta es si no hay otras unidades ejecutoras del ministerio que 
tengan becarios, si los 111 están en la misma dirección. 


Por otra parte, ¿dónde trabajan los becarios o pasantes del programa Primera Experiencia 
Laboral? 


Con relación a los convenios celebrados por el ministerio con organizaciones sin fines de 
lucro, debo decir que, aparentemente —por lo que hemos visto en el artículo 21 de la rendición de 
cuentas—, en muchos casos, o en algunos, es para suministrar personal. Quisiera saber si este 
personal está incluido en estos números, 532, más 393. En caso de no estar incluidos, ¿cuántos son? 
Además: ¿cuántos fueron los convenios que estuvieron vigentes durante 2017? ¿Cuáles fueron los 
montos ejecutados? Y, estas personas, ¿realizan tareas excepcionales o tareas de línea en el 
ministerio? 


Con respecto al artículo 21, que constituye una excepción al Tocaf y permite al ministerio 
contratar en forma directa con asociaciones profesionales gremiales sin fines de lucro, pregunto si ya 
se realizó algún convenio, si ya hay alguno funcionando. ¿El ministerio ya hizo algún convenio, en 
forma directa, con asociaciones civiles sin fines de lucro? Concretamente, estoy refiriéndome a la 
Sociedad de Arquitectos del Uruguay pero, en general, puede ser cualquier otra. Y tratándose de 
contratos con la Sociedad de Arquitectos del Uruguay, quisiera saber si la sociedad cobra algo, es 
decir, si tiene un costo para el ministerio —no el costo de pagar los honorarios— y, en caso de ser así, 
¿cuánto cobra? Además, creo que ahí hay un inconveniente. No sé si los arquitectos tienen la 
obligación de estar afiliados a la sociedad de arquitectos o no, y si esta selecciona el personal entre 
sus afiliados, me da la impresión de que se violentaría el principio de igualdad en la contratación por 
parte del Estado. 


Con respecto al artículo 21, hay que recordar que el prosecretario de Presidencia de la 
República nos lo explicó y nos aseguró que el ministerio nunca había hecho un contrato en estas 
condiciones. Nos dijo que el ministerio nunca había contratado en forma directa con organizaciones 
civiles sin fines de lucro para cumplir alguna función y que este artículo —perforador del Tocaf, como 
tantos otros— se establecía con el fin de poder hacer esos contratos en el futuro. Lo que yo quiero 
saber es si alguna vez lo hicieron, cuando digo alguna vez me refiero a los últimos años. 


Por ahora, y hasta que avancemos en el articulado, es cuanto tenía para preguntar. 
Muchas gracias. 


SEÑOR CAMY.- Saludamos la presencia de la señora ministra y de las jerarquías que componen la 
delegación que representa al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Se 
trata de un ministerio cuyos jerarcas se han mostrado verdaderamente dispuestos cada vez que les 
hemos requerido su atención por inquietudes o solicitado alguna información o cualquier otro 
requerimiento, y eso es algo que queremos destacar. 


Es un ministerio que se compone de tres áreas muy importantes: vivienda, ordenamiento 
territorial y medio ambiente, indisolublemente unidas y, a la vez, fundamental cada una de ellas en sí 
misma. 


Voy a hacer un planteo específico, referido a la anulación de prácticamente un capítulo del 
Código de Aguas del año 1979, focalizándome en la preocupación que me genera la afectación de los 
Humedales del Santa Lucía comprendidos en el departamento de Montevideo, básicamente, por dos 
aspectos. 


En primer lugar, los censos agropecuarios han mostrado que, en los últimos treinta años, ha 
desaparecido más del 60 % de los productores del Montevideo rural. A propósito, tengo un informe 
referido al período comprendido entre los años 1980 y 2000. Fui un poco para atrás, porque no me 
gusta plantear estos temas focalizándolos en los períodos de gobierno que engloban la gestión de un 
solo partido; pienso que eso suele confundirnos o tentarnos a desviarnos de la objetividad que, a mi 
juicio, requiere en esta instancia el planteamiento de todos los temas. Pues bien, entre 1980 y 2000 


desaparecieron cerca de 900 unidades productivas, el 39 % de las que componían el Montevideo rural, 
siendo esta reducción mayor a la que se dio en el resto del país. 


En el mismo período de tiempo, la superficie dedicada a la producción pasó de 22.034 
hectáreas a 16.200. 


Sin embargo, si nos ubicamos en los últimos períodos de gobierno, en el primero del doctor 
Vázquez —año 2005 a esta parte—, el Uruguay logró incluso sobreponerse a la crisis financiera del año 
2008, que afectó a escala mundial, y creció en esos años por encima de la media de la región y de 
América Latina. Esto nos lleva a la pregunta, ¿Por qué los productores abandonan la tierra en épocas 
de bonanza? ¿Cuál es la razón? 


Para hablar del Montevideo rural, dedicado a la horticultura y fruticultura, debemos tener en 
cuenta el avance de la tecnología, que hace que prácticamente sea inviable producir hoy con la lógica 
de la producción familiar que distinguía y caracterizaba a esta zona. La producción de frutas y 
hortalizas en la actualidad se hace cada vez con menos mano de obra y en superficies más grandes. Al 
mismo tiempo, los herbicidas han eliminado el trabajo de carpir con azada y, por supuesto, también el 
antiguo laboreo de la tierra con disco de arado. Están las disqueras, y las podadoras neumáticas han 
reducido drásticamente el tiempo que lleva la poda; asimismo, hoy por hoy, hay tractoelevadores bins, 
zorras de bins, que han simplificado todo el proceso de la cosecha. Esto lo conocen bien quienes están 
vinculados a la producción hortifrutícola. Incluso, la propia actividad de riego y fertilización se maneja 
por computadoras. 


Todo esto ha hecho que la agricultura familiar de Montevideo desapareciera. El dato que más 
ejemplifica esta situación es que en la citricultura hay media docena de empresas que producen el 90 
% de la cosecha nacional y representan el 100 % de la exportación. En la propia horticultura, que se 
caracteriza por procesos anuales, más flexibles, hoy podemos ver que una chacra de 50 hectáreas de 
cebolla la puede manejar una sola persona. 


¿Por qué traemos a colación este tema? Porque nos interesa engancharlo con otro tema, el 
del cambio climático. El permanente aumento del nivel del mar, según quienes entienden de este tema, 
permite presumir que en las próximas décadas podría verse afectada buena parte de los humedales 
del Santa Lucía. 


¿Por qué englobo el tema del Montevideo rural con el de los humedales del Santa Lucía y su 
efecto en el resto del departamento? Sucede que en los últimos cuarenta años ha habido un drenaje 
habitacional importante en los departamentos de Canelones y San José —precisamente, soy de San 
José y conozco este tema—, que son un ejemplo muy claro de esta problemática. Tenemos centenares 
de miles de uruguayos que residen en áreas que fueron espacios verdes y que hoy son ciudades 
dormitorio. He estudiado con mucho interés este asunto —realmente, es apasionante— y puedo decir 
que, en particular, en Montevideo, lo que eran las chacras del arroyo Miguelete, a principios del siglo 
pasado, fueron sustituidas por las casonas del Prado. Luego, el barrio Peñarol, fue acogiendo las 
residencias y desplazó la agricultura hacia Sayago. De Sayago se fue a Colón y de Colón a Lezica. En 
1920, vino la gran inversión del hotel Carrasco con Alfredo Arocena, y se detuvo el crecimiento al norte, 
que se va hacia el este. Hoy por hoy, se ha corrido casi hasta el arroyo Solís, con lo que se ha 
producido una extensión demográfica y urbana que no sé si tiene parangón. Lo sabrán los técnicos, 
que los sé muy buenos. En particular, la señora ministra, como arquitecta, tiene formación en esto. 


En verdad, es un tema que me apasiona. Tal vez, la causa de todo esto, sea la ley de los 
tiempos. Lo cierto es que a mí me preocupa mucho el tema de los humedales de Santa Lucía. Si uno 
recorre esa parte de Montevideo, más precisamente Melilla, vemos diez o doce establecimientos muy 
importantes que creo que todos conocemos —grandes casas donde se celebran eventos sociales, 
algunas de las bodegas más importantes del país y tradicionales almacenes transformados en museos 
muy significativos—, pero después hay chacras totalmente deterioradas, abandonadas por esta lógica 
del cambio de la producción. Incluso sé que hay algunos proyectos que fueron aprobados por la 
Intendencia de Montevideo, después de siete años, pero se toparon con algunos cambios legislativos, 
básicamente vinculados a la incorporación de los humedales a la ley del sistema de áreas protegidas, y 
con algunos temas pendientes que no se reglamentaron en esta ley. 


En febrero de 2015, el Poder Ejecutivo sancionó el decreto correspondiente e incorporó los 
humedales de río Santa Lucía al sistema de áreas protegidas. El artículo 15 de la Ley n.” 17234 
determina que debe crearse una comisión que administre estos humedales, pero tengo entendido que 
no se creó, aunque quizás ahora no sea así. Aclaro que mi razonamiento lo sigo haciendo con la 


información que tengo que es la de que se está en falta con eso. Incluso sé que algunos vecinos 
siguieron el proceso de la declaración de inconstitucionalidad por este tema. 


Básicamente, el artículo 5.* de la Ley n.* 17234 establece que las áreas protegidas están 
integradas por inmuebles pertenecientes al Estado y por los particulares que prestaren su 
consentimiento. Por su parte, tenemos los artículos 362 y 365 de la Ley n.” 17930, ley de presupuesto 
del primer Gobierno de Vázquez. Estos artículos —en algo que para mí adquiere características de 
artilugio porque la ley de presupuesto nada tiene que ver con el tema- sustituyen el aspecto de que 
debería tener el consentimiento de los particulares. Ese cambio se dio en una ley de presupuesto, lo 
que -—insisto— para mí fue inoportuno. 


Ahora, según el Mensaje que estamos considerando, el ministerio propone modificar el 
Código de Aguas, porque prohíbe la desecación, el drenaje u otras obras análogas en los bañados, 
terrenos pantanosos o encharcadizos, declarados por el Poder Ejecutivo de importancia ambiental. 
Algunos abogados sostienen la inconstitucionalidad de esto pero, como siempre, es discutible. Sin 
embargo, a mi juicio es sugestivo que teniendo una ley específica que crea el sistema de áreas 
protegidas, el ministerio —para proteger un supuesto interés ambiental- cambie el nombre y cree una 
nueva figura de «importancia ambiental» a efectos de establecer nuevas prohibiciones, sin que se 
declare legalmente alguna utilidad pública o interés general. Acá me detengo en una versión que 
siempre es discutible, que es la de si realmente hay que preservarlo. Nos preguntamos porqué esas 
modificaciones al Código de Aguas no se introdujeron cuando hace muy poco se trató la Ley de Riego 
y se incluyen ahora en una ley de rendición de cuentas. Hago este planteo porque me gustaría discutir 
sobre estos temas ya que son terrenos que siempre se han considerado foco de propagación de 
mosquitos, insalubres y con aguas estancadas. 


Hay quienes señalan que en las últimas décadas el cambio climático va a considerar con 
certeza la afectación de estas áreas. He hablado con algunos técnicos que me dicen que Holanda 
habilitó obras de contención, mientras hay otra posición que dice que no, que hay que preservarlo. 


Por lo dicho consulto: ¿por qué se introduce en esta instancia ni más ni menos la eliminación 
de un capítulo del Código de Aguas, que prácticamente tiene cuarenta años? En los propios 
humedales, del otro lado, en el departamento de San José, se han habilitado emprendimientos —que 
han resultado muy importantes- que han generado mano de obra, desarrollo y que no han afectado los 
humedales; incluso, también en ese departamento se ha anunciado —lo sabe el gobierno— la mayor 
obra industrial nacional del país —a partir de una de las industrias más importantes que tiene el país en 
esa zona-— que afectaría parte de los humedales. 


Estoy convencido que este tema requeriría una instancia donde se pudiera dar un debate 
más específico. ¿Cuál es la razón por la cual deberían hacerse estos dos cambios tan importantes en 
leyes presupuestales? 


También quiero hacer una consulta a la presidenta de Mevir a quien seguramente le haya 
llegado un oficio de la Junta Departamental de San José referido al segundo llamado de inscripción en 
Mevir para la denominada Intersección ruta 1 y ruta 3 del departamento de San José. Algunos vecinos 
no tuvieron oportunidad de inscribirse por la delimitación establecida; obviamente, siempre hay que 
establecer un límite. Simplemente quisiera saber si recibieron esa inquietud y si luego de los 
argumentos que oportunamente les hicieron llegar a Mevir por la vía correspondiente, hay posibilidad 
de que sean comprendidos. 


Quiero informar que en algunos minutos en esta misma casa tengo otra reunión relacionada 
con estos temas y decirles que si me tengo que retirar —no me gusta tener la descortesía de plantear 
preguntas e irme-— voy a leer atentamente las consideraciones vertidas en la versión taquigráfica. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Voy a ser muy concreto porque entiendo que esta primera parte fue 
demasiado extensa. 


Reforzando la importancia de Mevir y haciendo acuerdo en que es un elemento que brinda 
soluciones habitacionales a un sector de nuestra campaña, quiero reafirmar y al mismo tiempo 
preguntar a la presidenta de Mevir si la información que tengo es correcta. Tengo entendido que en los 
gobiernos frenteamplistas se hizo alrededor de un 25 % más de viviendas que en todos los períodos 
anteriores. Ese gran esfuerzo no solamente se hizo para entregar llaves, sino también para hacer 
regularizaciones. Cuando pregunté qué son las regularizaciones, se me respondió lo siguiente. 


Parece que hace veinte o veinticinco años —saquen cuentas para atrás— un montón de viviendas se 
hicieron sin la titularidad de la tierra, y después de que los vecinos pagaron año a año —estoy 
consultando si esto es así- nos enteramos de que se construyeron donde no se podían hacer por 
problemas ambientales. Reitero que se hicieron tan mal que ahora, después de veinticinco años, hay 
que hacer regularizaciones y eso cuesta dinero, plata. Aun así, los gobiernos frenteamplistas han 
hecho un 25 % más de viviendas que lo que registra la historia. 


También me gustaría hablar de ordenamiento territorial, pero sería una discusión entre pares 
y tenemos que aprovechar a la delegación del ministerio. Sí quiero aclarar que estoy muy orgulloso de 
nuestro sistema cooperativo de viviendas, que es ejemplo para el resto de América Latina. Está 
bárbaro que se concrete la construcción de muchas cooperativas de viviendas, máxime este año en el 
que se están cumpliendo cincuenta años del Plan Nacional de Viviendas, que fue llevado adelante 
principalmente por el arquitecto Juan Pablo Terra. Además, se están cumpliendo treinta años de 
Cudecoop, del paraguas cooperativo. Vuelvo a decir que me parece muy bien que se hagan 
cooperativas y no me da ningún prurito manifestar que el cooperativismo sea ejemplo también en 
materia de construcción de vivienda. 


SEÑORA EGUILUZ.- Saludamos a la delegación que nos visita. 
Antes de pasar a analizar el articulado, quisiera concentrarme en dos temas. 


Por un lado, me gustaría tener alguna respuesta de las autoridades —si es que la tienen; de lo 
contrario, solicitaría que nos la envíen— con respecto al abatimiento de los asentamientos irregulares. 
En este proyecto de ley de rendición de cuentas estamos analizando los números de los diferentes 
ministerios y nos preocupan. Por ejemplo, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto nos proporcionó 
algunos datos vinculados al crecimiento de los asentamientos, sobre todo en algunos departamentos 
del interior del país. En ese sentido, sería de nuestro interés que nos pudieran suministrar los números 
correspondientes a la discriminación por departamentos. Según los informes que hemos visto, el 
fenómeno del cooperativismo tiene una intervención en determinado sector de la población, al igual 
que otros sistemas por los cuales se accede a las viviendas. Dado que en este rubro estaríamos 
registrando un aumento, me gustaría conocer los números o los porcentajes correspondientes a 
cuántas familias afectaría el tema de los asentamientos. En cuanto a la regularización, a la que hizo 
referencia el señor senador Berterreche, quiero decir que durante muchos años hemos visto que la 
primera parte de la intervención de los asentamientos tiene que ver con la regularización de la 
documentación. Como nos preocupa el número de uruguayos —son miles— que todavía están viviendo 
en asentamientos, pregunto si ha habido abatimiento en ese sentido; esto es si hay menos 
asentamientos o menos población en ellos. 


Recuerdo que días pasados estuvimos conversando con las autoridades del Mides sobre la 
relación entre la pobreza y el desempleo; en este caso, quisiera saber si tienen datos estadísticos —de 
no ser así, agradecería que nos los hagan llegar— en cuanto a la relación que existe entre la habitación 
precaria de cientos de uruguayos y los niveles de pobreza. 


Por otra parte, me gustaría consultar en cuanto a la protección del acuífero Guaraní. He 
escuchado con atención la presentación que se hizo en torno al tema. Allí se habló de varios recursos 
que se protegen —lo que es válido porque son muy importantes—, pero consideramos necesario 
determinar acciones relativas al acuífero. Advierto que en algunas zonas estamos teniendo problemas, 
por ejemplo en Paysandú. Hace poco tiempo presenté un pedido de informes que tenía que ver con el 
cerro Chagas y la empresa Petrel. Seguramente se traspapeló con algún pedido de informes similar, 
porque no se me contestó sobre eso. Además, leí una versión taquigráfica de una sesión del 29 de 
agosto en la que se preguntó sobre el mismo tema a la Dinama. 


En definitiva, me parece fundamental conocer las medidas a mediano y corto plazo, porque 
hay mucho interés en nuestros recursos subterráneos y hay que tener claro que el acuífero Guaraní es 
el más importante que tenemos en el país, que abarca varios departamentos. Los habitantes de esos 
lugares están preocupados y me parece muy legítimo eso. 


El pedido de informes que realicé —que puedo reiterarlo si desean- refería al caso específico 
de la empresa Petrel. Quería saber si han evaluado la recisión de los permisos, ya que en las dos 
perforaciones que realizó produjo importantes derrames de lodo. No tenemos estimado todavía cuáles 
son las consecuencias que puede tener ni a qué profundidad del acuífero se dan, pero, como todos 
ustedes saben, tenemos una línea de aguas termales que depende, entre otras cosas, de que el 
acuífero no esté contaminado. Es decir que no solamente estamos hablando de una reserva de agua 


dulce, potable y sana, sino que también tiene que ver con nuestros recursos turísticos. Por tanto, nos 
parece de trascendental importancia que haya una línea bien clara para que se pueda trasmitir 
tranquilidad. 


SEÑOR AMORÍN.- Quiero hacer una aclaración, porque me hicieron notar que el doctor Roballo no dijo 
que se había hecho algo antes. Él dijo que, en realidad, no ha habido vulneración, porque todavía no 
está la ley y, si la ley se aprueba, se va a poder hacer. Está bien lo que dijo el doctor Roballo, pero yo 
quiero saber si hubo vulneración antes. Es decir que mi pregunta es si antes hubo algún contrato con la 
Sociedad de Arquitectos del Uruguay en forma directa sin que estuviera esta norma. O sea que lo que 
quiero saber es si se cometió algo ilegal. Naturalmente, si antes hubo y ahora ponen esta ley para 
poder seguir haciéndolo, quiero saber si antes existió un convenio con la Sociedad de Arquitectos del 
Uruguay sin esta norma, que todavía no está aprobada. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Damos la bienvenida a la delegación del ministerio. 


Simplemente quiero dejar una constancia. Acá se dijo que se han votado decisiones del Poder 
Ejecutivo que atentan contra la salud y el medio ambiente y yo quiero dejar constancia de que no hubo 
tal acción. 


Las acciones precautorias se pueden plantear como tales. No quiero entrar en un debate 
sobre esto, pero tampoco quiero que, por pasividad, quede como aceptado que las decisiones que se 
han tomado en el Gobierno —más allá de las votaciones unánimes o no de las carteras que integran los 
gabinetes— impliquen acciones que perjudiquen la salud y el medio ambiente. 


SEÑOR MICHELINI.- Apoyado. 


SEÑORA AVIAGA.- Gracias por darme la palabra, señor presidente, porque el senador que habló 
antes hizo referencia a lo que nosotros manifestamos. Quiero dejar en claro que las palabras del 
director Nario con respecto a este tema fueron claras. Se difundieron en medios de prensa y, quizás, la 
versión sea equivocada. De todas maneras, está aquí presente y nos podrá decir si estamos bien 
informados o no. 


En lo referente a la inconveniencia de dicha liberación de eventos transgénicos... 
SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, senadora, la intención no es entrar en debate. 


SEÑORA AVIAGA.- Déjeme dejar constancia de por qué pregunto las cosas y no molesto más. No lo 
digo con afán de pelear a nadie, sino simplemente para aclarar. 


El director manifestó su angustia ante la liberación de los eventos cuestionados, señalando 
que «no está en contra de los transgénicos: “Yo soy un convencido de que Uruguay se tiene que 
desarrollar, pero el tema es en qué condiciones”, dijo, subrayando que el nivel de riesgo es “tan alto” 
que el MVOTMA no lo podía aceptar. Criticó, además, que se quieran liberar de forma masiva otros dos 
herbicidas, ya que ni siquiera se ha medido el impacto del glifosato. “Nosotros ahí aplicamos el 
principio precautorio, diciendo que el nivel de riesgo para nosotros no es tolerable; hasta que no se 
hagan los estudios correspondientes, no podemos aplicar esto” expresó y catalogó la autorización 
como “un error importante”. Consultado sobre la sensación que le dejó la resolución del gabinete, pese 
a la opinión desfavorable del MVOTMA y del MSP, comentó que lo vivió “con cierta angustia personal” y 
“con mucha autocrítica” porque le hizo pensar que no está pudiendo transmitir el problema». 


Simplemente eso. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador Otheguy. 
SEÑOR OTHEGUY.- Saludamos a la delegación. 


Quisiera ser muy breve en los comentarios porque tal vez los representantes del ministerio 
pueden aclararlo con información técnica que probablemente poseen. No son mi fuerte los temas 
relativos a la vivienda. 


Aquí se hizo una especie de paralelismo o se planteó una dicotomía entre asentamientos, la 
regularización de asentamientos y las políticas habitacionales para dar respuesta a la población que lo 
necesita. Creo haber leído en varias oportunidades que no es correcto hacer una correlación entre 
asentamiento, hacinamiento y vivienda precaria. Esto es así porque, probablemente, en el área 
metropolitana consolidada, hay mayores problemas de hacinamiento y mayor precariedad que en los 
asentamientos. Me parece que se han hecho bastantes estudios sobre este tema. Es por esa razón 
que pregunto a los técnicos del ministerio si esto es así, porque es una falsa dicotomía plantear 
regularización de asentamientos con otras políticas de vivienda que atacan, realmente, la precariedad y 
el hacinamiento. 


Gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tienen la palabra los representantes del ministerio. 


SEÑORA MINISTRA.- Quisiera hablar solamente de la diferencia de números que tenemos en 
vivienda. Después los directores responderán el resto de las preguntas que se han formulado. 


Supongo que tenemos las mismas planillas, los mismos datos. Hay una planilla relativa a 
indicadores de gestión —está en el tomo |l de la rendición de cuentas— que es donde se hacen esos 
análisis. En ella hay trece metas que son indicadores —no son nada más que eso— de cómo se viene 
trabajando. A estas metas o indicadores me referí diciendo que los modificamos el año pasado 
partiendo de la base de poner las metas un poco más exigentes de lo que estaban antes. Por eso el 
famoso semáforo en verde, amarillo y rojo con que lo analiza la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. 


En estos trece indicadores están incluidas las soluciones habitacionales terminadas, las 
soluciones en ejecución, los préstamos para vivienda escrituradas, las reparaciones, la cantidad de 
intervenciones terminadas a través del Plan Juntos o con los otros programas de proximidad, la 
cantidad de intervenciones y las acciones sobre el stock, que es otro de los temas, tanto en vivienda 
rural como en pequeñas localidades. En este caso, estamos hablando de viviendas nuevas terminadas 
por Mevir y viviendas nuevas en ejecución, que es distinto a las acciones sobre stock que hacen ellos. 
También se incluyen las acciones sobre el stock terminadas a través del Programa de Rehabilitación 
Urbana, los hogares que fueron relocalizados —siempre estamos hablando del número de viviendas—, 
los hogares en proceso de relocalización y los contratos firmados a través del Fondo de Garantía de 
Alquiler. Quizás la confusión radica en la comparación con nuestro plan quinquenal y ahí es donde 
aparece el año 2017, con metas y valores cumplidos a fines de ese año. Ahí aparecen, en vivienda, 
tres elementos en rojo. Como se sabe, se habla de una meta roja no cumplida si es menor del 75 %, 
incluyendo el 75 %. O sea, si se cumple con el 75 % de la meta, es una meta roja, incumplida. 
Después tenemos el amarillo, que es un valor que está entre el 0 y el 25 %. Es decir, si me falta un 24 
% ó un 2 % es amarillo siempre. Y luego el verde es cuando se llega o se supera la meta; no importa si 
es un 100 ó un 110 %, es verde. Todas estas metas se especifican en distintas hojas del tomo Il y esos 
son los números que yo manejo. En definitiva, si hago un promedio de todo lo que se ha cumplido o 
está por cumplirse, vemos que la meta del año 2017 es de 22.637 en estos indicadores y de 22.329, 
que son los que se cumplieron en ese año. Estoy hablando sólo de la rendición de 2017. 


Realmente, creo que no podemos tener tantas diferencias y tanta confusión con el tipo de 
números. Nosotros no estamos inventando ningún número, estos son los números oficiales del 
ministerio y pido que los analicen. ¿Por qué decimos que vamos a cumplir con las metas trazadas? 
Estamos seguros de que vamos a llegar a fin de este período con cerca de un 20 % más de las metas 
y también del presupuesto, y el presupuesto se traduce en viviendas o en remediaciones o 
mitigaciones de algún tipo en todos los programas que tenemos, inclusive en las garantías de alquiler. 
Pido que miren este documento pues es con el que nos manejamos en la rendición. Quizás el director 
de vivienda pueda aclarar un poco más este punto, porque hay otras planillas en juego. Pero quiero 
decir que esto es lo que nos da la seguridad de que no sólo vamos a invertir los millones de dólares 
que se plantean, sino que se nos da ese dinero porque las cooperativas también sacan gente de los 
asentamientos, también son de trabajadores que ganan $15.000 ó $ 20.000 y esos son nuestros 
clientes. Para nosotros las cooperativas son muy importantes porque no sólo significa atender a los 
sectores más desfavorecidos, sino que además significa sociedad organizada. Esto significa mayor 
seguridad y mejor relacionamiento con los vecinos. Como anécdota, quiero decir que nos dio mucha 
satisfacción cuando hace pocos días se terminó con el famoso asentamiento que tiene más de 40 
años, La cantera de los presos, en donde medí los primeros ranchos cuando era dibujante. Esta 
semana se terminaron de entregar las últimas 50 y pico de viviendas correspondientes a ese 
asentamiento, que tuvo un crecimiento monstruoso entre los años noventa y dos mil y algo. Además, 
estaba en tierras inundables y contaminadas. Hay sectores en los cuales no puede asentarse nadie 


más. Hoy la intendencia tiene un buen proyecto, se están destruyendo todas las viviendas y se mudó el 
último habitante de ese lugar. 


¿De dónde salieron quienes se instalaron allí? Ese es el problema. Nosotros no tenemos otro 
censo, más que el del 2011, cuando se hizo un censo absolutamente impecable sobre el tema de 
viviendas, familias y asentamientos; pero ahora no puedo hablar del número de asentamientos sin 
saber qué hay adentro, pues no puedo definir y llegar a tener una visión casi que de contar los techos o 
algo por el estilo sin tener esa información. En definitiva, es muy difícil saber de dónde vienen y cómo 
están. Tenemos unas buenas discusiones en nuestro ministerio sobre esto. Hay que hacer un nuevo 
censo, si bien sabemos que no se va a efectivizar en este período, porque tenemos que saber qué está 
pasando efectivamente con la precariedad habitacional, que es parte de la pobreza —naturalmente-—,; 
pero nuestro ministerio no puede dar información de pobreza-asentamiento. En los asentamientos hay 
mucha gente que trabaja bien y que es muy honesta, y hay otros que son más difíciles. No obstante, sí 
tenemos la convicción de que, cuando sus antecesores son de un asentamiento, tienden a asentarse. 
O sea que hay aspectos culturales que hemos podido comprobar, pero de ahí a que nos pidan 
números y los traslademos a la pobreza de este país, es algo que no podemos hacer. Los números de 
la pobreza, así como también los de la indigencia, los maneja el Instituto Nacional de Estadística. Este 
organismo hace estudios constantemente, con los que nosotros nos manejamos. Los asentamientos 
tienen diferentes orígenes y diferentes definiciones. Seguramente, el Programa de Mejoramiento de 
Barrios pueda contestar mejor sobre este aspecto. 


Hay algo que dije que es importante y espero que se tenga en cuenta: lo que hicimos en el 
ministerio, fundamentalmente, fue crear una coordinación entre todas las direcciones, 
fundamentalmente todos nuestros programas, para llegar a aquella gente que nos precisa. El tema de 
las cooperativas es fundamental no solo por su origen sino también por el sistema, que genera una red 
social que en nuestro país estamos necesitando, y todos sabemos que tenemos diferencias. Las 
cooperativas sindicales son como cualquier otra cooperativa, acceden a los préstamos de la misma 
forma que acceden las de Fucvam, de Fecovi o una cooperativa suelta que viene y se presenta al 
ministerio. Así es como acceden las cooperativas a los préstamos y firman; no hay ningún secreto en 
esto. Nosotros controlamos las cooperativas, controlamos las empresas que las proveen y también los 
terrenos a los que acceden las cooperativas, siendo conscientes de que son productos peligrosos 
porque todos sabemos lo que pasa con la especulación inmobiliaria. Tratamos de que esas 
cooperativas vayan evolucionando de tal forma, que creen una sociedad más justa, más equitativa y 
más equilibrada. Yo me refería al tema del realojo que se hizo porque en un barrio en el que asentamos 
53 viviendas, uno de los que recibió a las familias de este asentamiento fue el presidente de una 
cooperativa que estaba trabajando a veinte metros. En definitiva, es muy importante que en un barrio 
las cooperativas reciban a los realojados, vengan de donde vengan, porque les dan una red muy 
importante. Eso es lo que nos importa a nosotros en primera instancia. 


Simplemente, quería hacer esa aclaración porque seguimos siempre con los números y 
tenemos tres versiones diferentes. Lo que planteo es que si nos atenemos al tomo ll de la rendición de 
cuentas, nos podemos poner de acuerdo con los números. 


SEÑOR SCHELOTTO..- Voy a intentar ampliar y complementar lo que ya manifestó la señora ministra, 
dar algún dato adicional y, eventualmente, poder atender las inquietudes manifestadas por algunos 
integrantes de la comisión, particularmente por los señores senadores Heber y Otheguy, entre otros. 


Con respecto al tema de los indicadores de gestión, voy a reiterar, por si no queda claro, algo 
que dijo la señora ministra. Los indicadores son un número equis —en el caso de la Dinavi, son trece- y 
estamos hablando, para todo el ministerio y todas sus unidades ejecutoras, de indicadores cualitativos 
y cuantitativos. Es decir, no estamos hablando de metas físicas necesariamente, sino que pueden 
referir a distintos tipos de objetivos y metas. Estos indicadores tienen que ver con el sistema de 
planificación estratégica de la OPP. En nuestro caso, la unidad ejecutora Dinavi, estamos hablando de 
un repertorio acotado de líneas programáticas. De manera que no se incluye toda la producción de la 
Dinavi, sino que se eligen algunas líneas programáticas con las cuales se miden los indicadores. Esos 
indicadores pueden estar en tres condiciones: con un cumplimiento del 100 % o más, en verde; con un 
cumplimiento entre el 75,1 % y el 99,9 %, en amarillo, y con un cumplimiento menor o igual al 75 %, en 
rojo. Entonces, sacar la conclusión de que hay un 23 % de ejecución, como se dijo no en esta sesión, 
pero sí en la Cámara de Diputados, es un error numérico. En realidad, estamos hablando de 
incumplimientos con respecto a metas anuales, trazadas por el propio ministerio, exigentes, que no 
refieren al conjunto de la producción y que tienen que ver no con el volumen físico sino con la meta en 
sí misma. 


Ahora bien, ¿cuáles son los datos que nosotros manejamos? Si trasladamos estos tres 
indicadores —como dijo la señora ministra— a números, las soluciones de vivienda que representan 
anualmente estos tres indicadores, de acuerdo a metas autoplanteadas por el ministerio a la OPP, son 
22.637. Y en cuanto a la ejecución, sumando todas las soluciones de vivienda cumplidas en el año 
2017 de estos tres indicadores, tenemos 22.329. Es decir, tenemos un 99 % en términos cuantitativos. 


De todas maneras, no voy a quitar mérito a estos indicadores, porque son parte de un tablero 
de control, es decir, un elemento que nos permite monitorear la gestión y entender no solamente en 
términos de un año, sino en términos del período quinquenal, cómo se van cumpliendo los programas. 
Cada uno de estos programas, a su vez, tiene un andamiento diferencial, en la medida en que la 
producción anual de cada uno de los resultados no se distribuye homogéneamente en un 20 % en 
cada uno de los cinco años del período de ejecución, sino que frecuentemente se concentra en 
algunos momentos por la evolución propia de los procesos que generan, justamente, estas soluciones 
de vivienda. 


¿Cómo medimos estas soluciones? Cada una de ellas tiene una forma de medición y un 
registro precisos, que se viene cumpliendo en los tres últimos planes quinquenales de vivienda. Es 
decir, es consistente la medición en el plan quinquenal 2005-2009, 2010-2014 y 2015-2019. Allí 
medimos soluciones habitacionales terminadas y soluciones habitacionales en ejecución. Es muy 
importante el concepto de soluciones habitacionales en ejecución porque estas implican también un 
traslado de un ejercicio anual al siguiente —en la medida en que estamos hablando de procesos largos, 
generalmente— y también de un ejercicio quinquenal al siguiente. Ahora bien; si trasladamos esto al 
término de ejecución presupuestal —porque podemos confundir, como sucedió en la sesión del año 
pasado de este mismo órgano, metas físicas con metas en términos de dinero, de cuantificación 
económica—, debemos tener en cuenta que el ministerio viene incrementando su nivel de eficiencia y 
de ejecución presupuestal año a año. Particularmente, la unidad ejecutora 002 de Dinavi —que es la 
nuestra— tiene una ejecución progresiva a tal punto que en el año 1993 ejecutó el 93% del crédito 
presupuestal, en el 2016 el 95% y en el 2017 el 99%, integrando los rubros funcionamiento e 
inversiones. Pero si tenemos en cuenta solo el rubro inversiones veremos que este andamiento —que 
era del 93%,95% y 99%-— es del 94%, 96% y100%. El año pasado la Dinavi ejecutó el 100% de los 
rubros de inversión. Quien conoce la administración del Estado sabe que la ejecución de los rubros de 
inversión es uno de los aspectos más arduos, por todos los controles preventivos del gasto y por todos 
los procesos que implica la ejecución de una inversión en construcciones, por ejemplo, que lleva un 
proceso no solamente de contralor preventivo sino también de todo el procedimiento administrativo de 
contratación, inicio, ejecución y supervisión de las obras, que generalmente son largas. Una obra de 
construcción lleva habitualmente entre 24 y 30 meses al igual que la de una cooperativa. Hay procesos 
más cortos como los de autoconstrucción y otros más largos, como los convenios con las intendencias 
departamentales para realojos. Sin embargo, en términos de desembolsos, ya no estamos hablando de 
ejecución presupuestal y de crédito presupuestal, también la ejecución es creciente y progresiva. En el 
año 2015 hemos ejecutado el 86% de los rubros asignados en cuanto al crédito y en 2016, el 103%. ¿A 
qué responde este 3%? A que existe un arrastre de compromisos afectados en años anteriores que 
sube al 103%. Pero en el 2017 subimos al 108%. Es por eso que la señora ministra manifestó que con 
este arrastre, la ejecución del 100% de los compromisos afectados más los refuerzos presupuestales 
que hemos recibido y los que están previstos en esta rendición de cuentas, prevemos un 
sobrecumplimiento de metas en términos de inversión, pero también de metas físicas cuantitativas del 
entorno del 20%. Quiere decir que arribaríamos a un 120% del plan quinquenal de vivienda 2015— 
2019. Esto, en términos generales. 


Si queremos ver soluciones terminadas sin ejecución, la mejor manera de leerlas es yendo a 
la tabla 1, soluciones habitacionales y terminadas sin ejecución 2015-2017, que está, en la memoria 
anual que ha sido publicada por la Presidencia de la República que es una síntesis de lo que tienen en 
el Tomo |ll. 


Me permito hacer algunos comentarios sobre el año 2018. 


El señor senador Heber hizo referencia a cierto avance sobre el año 2018 y no tengo claro la 
fuente con que maneja esos datos, pero seguramente se debe de tratar de un informe que el ministerio 
aportó en una visita que realizamos a la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de la 
Cámara de Representantes. No se trata de un documento que haya llegado oficialmente a la Cámara 
de Senadores, pero nos hacemos responsables porque estuvimos presentes la señora ministra y todo 
el equipo del sistema público de vivienda y les dejamos a los señores representantes ese documento 
que tenía, no solamente un resumen de la ejecución al año 2017 de lo que trata la rendición de 
cuentas, sino que como queríamos comentarles como seguía avanzando el proceso de cumplimiento 


de las metas sobre el año 2018, también hicimos un corte hasta junio de 2018. Es más; hoy trajimos 
datos hasta julio-agosto del 2018. 


Finalmente, con respecto al tema asentamientos precarios quería hacer algunos 
comentarios. Se ha asimilado —y creo que es incorrecto desde el punto de vista técnico- asentamiento 
precario o informal con pobreza o con condiciones inaceptables extremas de vivienda. En la actualidad 
contamos con elementos acotados para manejar esa información. Por un lado, tenemos tres cortes 
temporales de un estudio. El primero de ellos es al año 2006, que se realizó sobre la base del recuento 
censal del 2004. Se trata de un trabajo realizado en conjunto durante el Programa de Mejoramiento de 
Barrios —aquí está la señora Cecilia Cairo, a cargo de ese programa- entre el INE y el ministerio, por el 
que se establece y se protocoliza cómo se mide un asentamiento precario o informal. Un asentamiento 
de estas características es todo agrupamiento de 10 o más viviendas que está en situación irregular 
desde el punto de vista de la tenencia o que tiene, visiblemente, esa apariencia. Esto último se debe a 
que no hay una forma de medición 100 % verificable, ya que siempre corresponde a una apreciación 
externa. Eso se realiza con base en el censo de 2004, 


El segundo corte de ese estudio se realiza en el año 2012, que está contenido en el segundo 
informe PMB en función de los criterios del INE y con los datos del Censo de Población y Vivienda de 
2011. Allí se manejan los datos que mencionaron el señor senador Heber, la senadora Eguiluz y otros 
integrantes de esta comisión, en términos de cantidad de personas, cantidad de hogares, cantidad de 
viviendas y cantidad de asentamientos. 


Finalmente, debemos decir que estamos terminando un tercer corte para hacer un estudio de 
medición de cantidad de asentamientos, que estamos realizando con una verificación in situ y con un 
chequeo con las 19 intendencias del país, así como con un estudio de fotos satelitales, aunque nos 
falta aún el retorno de 6 intendencias para poder cerrarlo. Ese recuento no va a dar cuenta de algunas 
variables fundamentales, ya que no tenemos un nuevo censo de población y vivienda. Los datos 
fundamentales que vamos a tener son los de la unidad asentamiento precario. Esa unidad podrá ser de 
11 viviendas o de 500, por lo cual se trata de un elemento de medición que para nosotros desde el 
punto de vista de la gestión es muy importante, pero que no puede dar cuenta de ciertas variables que 
también nos resultan relevantes como son: la cantidad de hogares o de personas que están 
involucrados. Eso lo podremos saber si, tal como está programado, se realiza en el año 2021 un nuevo 
censo de población y vivienda, que nos va a permitir hacer un corte total que nos revelará la efectividad 
de las políticas aplicadas. De todas maneras, las políticas aplicadas para la precariedad urbano 
habitacional corresponden, en particular por parte del PMB, para aquellos asentamientos precarios 
que, en primer lugar, están ubicados en predios de propiedad pública, que son postulados por las 
intendencias al programa y que tienen las condiciones de elegibilidad del programa; es decir que se 
trata de un sector acotado de ese universo. Sin embargo, el ministerio y el plan quinquenal de vivienda 
cuentan con elementos para intervenir en otras dimensiones de la precariedad que son, precisamente, 
el Plan Juntos y el Plan Nacional de Relocalizaciones, que también se trabaja con las intendencias. 


Con respecto a lo planteado por el señor senador Otheguy, creo que también puede haber 
una confusión al identificar pobreza con asentamiento y la medición de la pobreza. Esta última, 
habitualmente, se realiza a través de la encuesta continua de hogares, que lleva a cabo el INE, como 
decía la señora ministra. En este caso, se mide por ingresos, así como la indigencia, y se trata de una 
medición periódica que, repito, se lleva a cabo a través de una encuesta. El hecho de pretender 
extrapolar datos de asentamientos precarios a través de la encuesta continua de hogares es un error 
metodológico y científico, ya que no es posible establecer eso, aunque sí se puede hacer una 
aproximación a determinadas variables que permitan extrapolar ciertos datos, pero de la encuesta de 
hogares de 2017 no podemos sacar una conclusión en términos de concentración, crecimiento o 
decrecimiento de ciertas variables que tienen que ver con la precariedad urbana habitacional. Sí las 
mediciones del año 2011 y de 2004 nos han dado el resultado de que la pobreza multidimensional tiene 
una mayor concentración en los asentamientos precarios, aunque no en todos ellos. Estamos hablando 
de la pobreza no solo medida por ingresos, sino también en función de otros factores que tienen que 
ver con las necesidades básicas como, por ejemplo, la conexión al saneamiento o la propia vivienda. 
De todos modos, eso no coincide con el 100 % del universo de asentamientos. Por ejemplo, el barrio 
Casabó que está en un predio de propiedad pública y está considerado asentamiento precario porque 
su tenencia es informal —se trata de un predio de propiedad del Poder Ejecutivo- tiene viviendas que 
cuentan con muy buenas condiciones constructivas y conexiones a todos los servicios. Entonces, eso 
no encuadraría dentro de esta definición de precariedad urbana habitacional. 


Simétricamente, tenemos situaciones de precariedad urbana habitacional en el tejido urbano 
formal y la distribución de la pobreza es mucho mayor en ellos que en los asentamientos, medida por 
ingreso. 


Esto lo digo, simplemente, para tratar de disociar esta asociación tan firme que a veces se 
establece en la polémica pública y para señalar que estamos trabajando con múltiples instrumentos; 
como dijo, la señora ministra, tenemos ejemplos muy claros de esto. Concretamente, puedo citar dos 
casos de viviendas —90 en un caso y 60 en otro— construidas por grupos cooperativos en la cuenca de 
Casavalle que se inauguraron hace menos de seis meses—, en los que la población que fue a 
habitarlas provenía de asentamientos precarios. Esto también significa un esfuerzo del sector público, 
de la población y del Estado no solo para sostener a aquellas familias vulnerables y que no caigan en 
la precariedad, sino también para rescatarlas hacia la formalidad. 


SEÑORA MINISTRA.- Pienso que tal vez podríamos terminar con el tema de la vivienda y después 
pasar a lo relativo a la Dinama. Luego, en algún momento, también tendríamos que ver los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. Solicitaríamos a nuestros visitantes respuestas sucintas porque 
son muchos artículos para tratar. 


SEÑORA CAIRO.- Nos están apurando y estamos ingresando en un tema, por lo menos, difícil porque 
creo que hay que entender la magnitud del problema. 


Cuando hablamos de asentamientos, a veces me pregunto si todos entendemos lo mismo. 
Creo que no, que definitivamente entendemos el problema por una parte y no por la globalidad que 
tiene. 


Primero: el Programa de Mejoramiento de Barrios trata una parte de los asentamientos que 
cumplen con una cantidad de requisitos —creo que la señora senadora Eguiluz entiende de qué estoy 
hablando-— y las intendencias se postulan para que esos asentamientos puedan formar parte de los 
proyectos. Estos son difíciles, complicados y dependen exclusivamente de un préstamo BID que 
representa USD 100:000.000; el 70% lo pone el Banco Interamericano de Desarrollo y el 30 % el 
Gobierno nacional. Hoy estamos en el segundo y hay un tercero que firmaremos en diciembre. 


Siempre digo lo mismo: no creamos que con esos préstamos que comenzaron, como bien 
dice el señor senador Heber, en 1999 —porque antes no había existido ningún programa de 
asentamientos, ninguno-— ya está todo solucionado. El primer préstamo que se firmó con el BID, como 
dije, fue en 1999 y luego de las dificultades que tuvimos en el 2002, es verdad que todo estuvo un poco 
retrasado. 


Ese préstamo del BID, el primero —el del 1999 al 2004— logró regularizar 18 asentamientos y 
estamos hablando de que, en promedio, la cantidad de personas eran 6.318; este fue, en su momento, 
un promedio bastante importante. 


Diría que del 2004 al 2017 —si estamos hablando de un período más—, la cantidad de 
asentamientos regularizados fueron 88 y estamos hablando de 39.494 personas que fueron, de alguna 
manera, regularizadas en su titulación; hablamos de eso. ¿Qué es la regularización de asentamientos? 
¿Qué significa eso? Un asentamiento, para ser regularizado, tiene que tener regularidad en todos los 
aspectos: saneamiento, alumbrado, calles, pluviales, viviendas —por supuesto, porque hay que 
realojar— y titulación, es decir que la familia termina teniendo un título del padrón de ese solar en el que 
vive. Eso lleva mucho tiempo, trabajo y dinero, y todos quienes estuvieron en la gestión saben que lo 
más difícil y lo más caro es la infraestructura en cada uno de esos barrios. 


¿Quién elige esos barrios? Las propias intendencias los postulan y eligen el perfil de 
proyecto. Incluso muchos de quienes trabajan en ese fortalecimiento de las intendencias —tal como 
decía el señor senador Heber, en algunos casos son contratados por el PNUD-— son funcionarios a 
quienes les pagamos nosotros para generar el perfil y la formulación de los proyectos. Muchas veces 
las intendencias son fuertes pero en algunos casos tienen debilidades importantes en cuestiones 
técnicas y precisan el apoyo del Gobierno nacional. 


A eso habría que agregar el Plan Nacional de Relocalizaciones. ¿De qué trata este plan? De 
amparar a familias que viven en zonas inundadas o contaminadas, sobre la franja de los arroyos o ríos 
del país. Y hoy —no estamos rindiendo cuentas, pero sí vamos a hacerlo el próximo año- estamos 
haciendo tres intervenciones con gente que vive en zonas que sufrieron inundaciones: una en Bella 
Unión, otra en Paysandú y otra en Salto. En este momento están funcionando bien y estamos tratando 
de construir lo más pronto posible, porque hay zonas del país que son inundables y muchas 
poblaciones están en esa situación. ¿Podemos decir que con esto el asentamiento se termina? No, 


porque vamos retirando una franja, que es la inundable, pero quedan otras y el asentamiento no fue 
regularizado. 


Hay un montón de familias que ocupan terrenos privados, pero por suerte se aprobó una ley 
de prescripción adquisitiva a los cinco años y de desalojos colectivos. Eso nos va a permitir trabajar 
sobre esos asentamientos para que las familias puedan regularizar su situación, porque hoy día esos 
terrenos son privados, y uno de ellos es Verdisol, donde viven aproximadamente cinco mil personas. 
Este es un ejemplo de una población que vive en un asentamiento. 


¿Invertimos lo suficiente para regularizar todos los asentamientos que hay en el país? 
Nosotros enviamos gente a las cooperativas y tratamos de regularizar esas situaciones. ¿Dónde 
trabaja el plan Juntos? En los asentamientos, por supuesto. Pero la pregunta es si estamos invirtiendo 
lo suficiente. Yo diría que nunca es suficiente, que siempre estamos corriendo de atrás, porque —como 
dijimos— en el año 2011 había 165.000 personas en esa situación y eran 589 asentamientos; pero les 
diría que antes de esa fecha, en el año 2006, había 662 asentamientos donde vivían 179.545 
personas. Esto muestra que regularizamos, pero la población nace y crece en esos lugares; eso todos 
lo sabemos. ¡¿Dónde crecemos demográficamente”?! ¡Claro que corremos de atrás! ¡Y claro que los 
recursos no son suficientes! ¡Y claro que tenemos que seguir trabajando para que eso suceda! Pero 
hay lugares que hoy llamamos «asentamientos» por una cuestión, sobre todo, de índole jurídica, y voy 
a poner ejemplos. Casavalle es un asentamiento; el barrio Cuarenta Semanas es un asentamiento; y 
Cerro Norte es otro asentamiento donde viven muchísimas familias. 


En definitiva, cuando hablemos de este tema en particular debemos tener en cuenta diversas 
variables; si lo hacemos con consistencia y realmente pensamos en cuál será la solución, ello nos 
permitirá que políticas de Estado trabajen en este tema, que no es fácil. ¡No se logra en cinco años; de 
eso estoy segura! Además, tenemos que trabajar sobre lo social, que también tiene su importancia. El 
hecho de que la población haya estado fragmentada durante muchísimos años hace que precisemos 
trabajar en lo cultural, en lo educativo y en la inserción laboral de estos vecinos. Porque solo con la 
casa no es suficiente; además de eso hay que darles herramientas para que tengan un empleo que les 
permita sostener esas viviendas que en algún momento el Gobierno —no importa cuál- les dio. 


SEÑORA MINISTRA.- Solo quiero acotar que ya hace dos horas y media que estamos reunidos y 
todavía no hemos entrado en el análisis del articulado, y supongo que cuando lo hagamos van a surgir 
más preguntas. Por tanto, me voy a permitir sugerir el método que empleamos en la Cámara de 
Representantes —incluso el señor senador Camy, que tuvo que retirarse, dijo que después leía la 
versión taquigráfica—, que consiste en contestar las preguntas por escrito y enviar el material a la 
Secretaría para que sea repartido. A veces hay respuestas que no tenemos con nosotros y que refieren 
a preguntas perfectamente válidas. 


Entonces, si los señores senadores están de acuerdo, a mí me gustaría que comenzáramos el 
tratamiento del articulado para ver si surgen nuevas interrogantes, y si es necesario mandaríamos 
luego las respuestas correspondientes. Por ejemplo, tenemos muchas preguntas sobre temas de 
ambiente, ordenamiento territorial, etcétera, que necesitan ser contestadas extensamente, y el tiempo 
se nos va a acabar. 


SEÑOR AMORÍN.- Particularmente, no tendría inconvenientes; lo que sí les pido es que las contesten 
esta semana. Tenemos urgencia. Necesitamos llegar a la votación de la rendición de cuentas con todas 
las respuestas relativas a los aspectos sobre los que hemos preguntado. 


SEÑORA MINISTRA.- En la Cámara de Representantes, aprovechando que teníamos a los dos días 
una reunión en la comisión, contestamos allí las preguntas y se repartió el material. Hoy es martes; por 
tanto, en el correr de los próximos tres días podríamos mandarles las respuestas que nos soliciten. Los 
temas de medio ambiente, cambio climático y ordenamiento territorial son extensos. 


SEÑOR HEBER.- Voy a ser breve, señor presidente, porque la intención no es polemizar con la 
delegación del ministerio ni con los directores de Vivienda. 


Nosotros nos manejamos con las planillas enviadas por el Poder Ejecutivo. No somos gente 
que está en el Ministerio de Vivienda, pero a lo que aspiramos en esta instancia es a entender algunos 
aspectos. 


Por ejemplo, el propio ministerio establece metas —no soy yo quien las está estableciendo— y 
dice que en el Programa Mejoramiento de Barrios, en el Plan Quinquenal 2015-2019 —que está acá-—, 
hay 3.570 viviendas; sin embargo, vemos que son 10 asentamientos y que obedecen a 1.229 
viviendas. Pensamos entonces que no tuvieron éxito. 


Voy a terminar haciendo un comentario para después hacer otro que me importa que el 
ministerio tenga presente. Para poder controlar los números y cumplir nuestra labor como legisladores, 
también nos manejamos con la Memoria enviada por el presidente de la República el 1. de marzo. 


En el informe de Presidencia de la República del 1. de marzo de 2018 hay una planilla —y 
después lo podremos hablar, señor director—- que dice que las viviendas terminadas al 2017 son 
12.240, no 22.329; quizá estamos mirando mal las planillas, pero son casi idénticas. Uno ve que en las 
planillas del Poder Ejecutivo se habla de viviendas terminadas, no en ejecución —porque el 2017 
terminó—; y el 1.2 de marzo de 2018 nos informa que este año tiene para terminar 19.750 porque, 
repito, no fueron terminadas en 2017. 


Esto es lo que uno tiene que leer de estas planillas, a no ser que uno esté mirando mal. Si 
está mirando mal sería importante saberlo para poder discutir las cifras correctamente. El informe del 
Poder Ejecutivo dice que las viviendas terminadas son 12.240, y acá ustedes dicen que —valor año 
2017- son 22.329. Son dos planillas del Poder Ejecutivo; no son mías. Entonces, en algún lado se 
están equivocando. Leo y hago la pregunta, y me gusta que se me aclare, porque después voy al 
plenario a informar sobre cómo es la ejecución y para eso necesito hablar con propiedad. Y hay dos 
planillas del Poder Ejecutivo que dicen cosas distintas. Ahora, la señora ministra agrega otra más, con 
indicadores de gestión. Creo que esto forma parte de la gran confusión que genera tener unas diez 
planillas al mismo tiempo: no permite saber cuál es realmente la medición cuando es eso lo que tengo 
que controlar como legislador. No soy experto en vivienda ni estoy trabajando con los asentamientos. 
¡Ojalá el Partido Nacional tenga este desafío en el futuro para ver si puede revertir esta situación! Nos 
tenemos fe, pero ese es otro tema. Lo que nos interesa ahora es cumplir nuestra labor como legislador 
y eso implica hacerles ver que nos dijeron determinada cosa y vienen con otra. Ustedes dijeron 3.570, 
no yo; lo dijo el Gobierno. Ahora vienen con 1.200, por lo que acá hay un faltante de lo que se propuso 
como plan quinquenal. Eso es lo que estoy diciendo y no quiero continuar con la polémica. Agradezco 
que me aclaren algún punto para después hacer afirmaciones sobre la ejecución y no errarle en los 
datos del ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El ministerio tiene las interrogantes planteadas por los señores senadores y 
las va a contestar en el correr de estos días, por lo que pasamos al articulado. 


SEÑOR GUERRERO.- Solicito que se ceda el uso de la palabra al arquitecto Schelotto para referirse a 
los artículos 197 a 204 —según la numeración de la Cámara de Representantes— que refieren a la 
Dirección Nacional de Vivienda. 


SEÑOR SCHELOTTO.- El artículo 197 —que originalmente era el artículo 199- fue modificado y 
mejorado en la Cámara de Representantes. Este artículo establece, como se mencionó en una 
intervención previa, que se le asignan al ministerio dos partidas por única vez. Una, vinculada al 
Ejercicio 2018, de $ 900:000.000 y la otra, al Ejercicio 2019, de $ 300:000.000 que a su vez se 
descompone en dos partes: $ 90:000.000 para la financiación 2.1, justamente relacionado al programa 
que se mencionó aquí de mejoramientos de barrios —es una necesidad de crédito presupuestal del 
programa por su cadencia de ejecución— y $ 210:000.000 de financiación 1.5. 


El artículo 198 también fue modificado en la Cámara de Representantes; se le agregó 
«destinados a vivienda» y nosotros compartimos esa redacción. El artículo quedó de la siguiente 
manera: «Para la adquisición de bienes inmuebles destinados a vivienda pertenecientes al dominio 
público o privado del Estado, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados o Gobiernos 
Departamentales, por parte del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en 
ejercicio de sus cometidos, se prescindirá de los certificados previstos en los artículos 662 a 668 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990». Esto quiere decir que el Estado no se reclamará a sí 
mismo ciertas condiciones de extensión de certificados que han generado cierta dificultad para la 
adquisición de bienes inmuebles destinados a vivienda; particularmente estamos hablando del Banco 
de Previsión Social. Esto permitirá agilizar algunas de las gestiones que estamos haciendo para poder 
disponer de suelo —en particular— y de inmuebles destinados a soluciones de vivienda. 


El artículo 199 autoriza al Ministerio de Vivienda a realizar asesoramiento o asistencia 
técnica, arquitectónica o legal, a personas que se encuentren en situación de vulnerabilidad 


socioeconómica para el acceso a la vivienda, a través de instituciones públicas, privadas o 
asociaciones civiles. Esto tiene que ver justamente con algunas de las modalidades que estamos 
implementando y otras que pretendemos implementar en el futuro, como la autoconstrucción asistida o, 
en el caso de los grupos de familia que se encuentran en situación de vulnerabilidad y hayan iniciado 
procesos de prescripción adquisitiva, el asesoramiento técnico para que puedan tener seguridad en la 
tenencia de su vivienda. 


El artículo 200 tiene que ver con la Ley n.* 18651 que fijaba al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente una competencia que entendemos que iba en colisión con 
los Gobiernos departamentales. Acá dejamos perfectamente clarificado que tiene que ver con aquellas 
obras en edificios públicos que estén vinculadas a la accesibilidad universal. En ese sentido, la 
redacción dice así: «Los Gobiernos Departamentales fijarán el orden de prioridad para el desarrollo de 
las obras pertinentes». Antes se le encomendaba al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y eso significaba pasar por encima de la autonomía de las competencias específicas 
en materia de policía de la edificación de los Gobiernos departamentales. 


El artículo 201 dice que se exceptúa del cumplimiento del control notarial de pago del 
Impuesto de Contribución Inmobiliaria y del Impuesto de Enseñanza Primaria en el caso de las 
escrituras de Reglamento de Copropiedad y de enajenaciones de inmuebles —en la Cámara de 
Representantes se mejoró respecto al mensaje original- que otorgue el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o la Agencia Nacional de Vivienda —según corresponda—, en 
calidad de propietario fiduciario. 


El artículo 202 tiene que ver con la ley vinculada con la violencia de género que establecía 
determinadas condicionantes para la protección de la víctima de la violencia de género. Acá se hace 
una precisión y se dispone que las medidas previstas en este artículo correspondan exclusivamente al 
Sistema Público de Vivienda. Es decir que son aquellas viviendas comprendidas en algún tipo de 
financiamiento o solución otorgada por el sector público, y nos hacemos cargo de la protección en ese 
caso. 


El artículo 203 tiene que ver con la Ley n.* 13728 y establece que «Las sumas percibidas por 
la enajenación de inmuebles de propiedad estatal administrados por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, afectados a la Cartera de Inmuebles de Interés Social» 
retroviertan al Fondo Nacional de Vivienda e incrementen sus créditos. Al día de hoy esas 
compraventas —que si bien no son altamente significativas son importantes— vuelven a rentas 
generales y no retroalimentan al Fondo Nacional de Vivienda. 


El artículo 204 autoriza al ministerio —esto tiene que ver con el Sistema de Garantía de 
Alquileres— a ordenar a empleadores y organismos de prevención social la retención sobre haberes y 
pasividades de los beneficiarios de su programa de garantía de alquiles. Esta es una condición idéntica 
a la que tiene la Contaduría General de la Nación, es decir, se hace la misma extensión a quienes son 
beneficiarios de nuestro programa de garantía de alquileres. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar una constancia. Si bien es cierto que corresponde aclarar que el 
artículo 202 refiere a los Sistemas Públicos de Vivienda, porque también el artículo 37 de la Ley n.” 
19580 es así —las víctimas de violencia doméstica estaban amparadas en ese artículo y en este de las 
viviendas que proceden de origen de fondos públicos—, eso no quiere decir que no nos genere el 
desafío —aunque no sea en esta ley- de ver cómo amparamos cuando son personas de violencia 
doméstica que han comprado sus casas por otros sistemas. Dejo constancia de que el hecho de que 
sean privados no significa que estamos agregando desgracia a la desgracia. 


Entiendo que el ministerio tiene razón en hacer la aclaración, pero eso no significa que ese 
tema no nos interpele —no hablo del ministerio— de otra forma. 


SEÑOR SCHELOTTO.- Comparto la preocupación del señor senador Michelini, pero en un tema tan 
delicado no queremos caer en una ridiculización o caricaturización. Todos sabemos que las situaciones 
de violencia intrafamiliar y doméstica no reconocen niveles de ingreso ni estratos sociales, sino que 
afectan endémicamente a toda la sociedad uruguaya. Podría darse el caso de que alguna situación de 
este tipo se diera en una vivienda de altísimo estándar que valga USD 600.000 o USD 1:000.000 y no 
es lógico que el Fondo Nacional de Vivienda y el Estado se hagan cargo de amparar a una víctima en 
esas condiciones cuando hay otros instrumentos que la propia ley prevé. Entonces, acá estamos 
tratando de amparar aquellas situaciones que desde el punto de vista socioeconómico son de mayor 
vulnerabilidad y de las que el Estado inevitablemente se va a ocupar. 


SEÑOR MICHELINI.- De acuerdo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Para abordar los artículos del 205 al 208 tiene la palabra el arquitecto Freitas. 


SEÑOR FREITAS.- Voy a describir y a fundamentar brevemente los artículos 205, 206 y 207 en 
conjunto porque son parte de una misma preocupación y al 208 me referiré a continuación. 


Quiero decir que los tres primeros artículos surgen de un trabajo que se desarrolló durante el 
año pasado y que culminó, entre otras cosas, con esta propuesta de modificaciones a artículos 
contemplados en este proyecto de ley de rendición de cuentas y que refieren a la preocupación del 
ministerio porque la gestión o planificación urbana dé mejores respuestas a la política habitacional. 
Esta es una preocupación que compartimos todos; me refiero a la necesidad de tener suelo adecuado 
en el momento adecuado. Este es un gran desafío que tenemos como país, porque podemos 
incrementar el financiamiento y las políticas de vivienda, pero necesitamos una cartera de suelos, de 
tierras, con saneamiento, adecuadamente ubicados. Esto tiene mucho que ver con la calidad, no solo 
con la cantidad, y con el derecho a la vivienda, pero más aún con el derecho a la vivienda y a la ciudad, 
que es algo que se expresa en los acuerdos internacionales que hemos suscrito y que hay que plasmar 
con medidas concretas. Estos tres artículos, entre otras medidas que se han tomado, tratan de avanzar 
en ese sentido, lo que muy brevemente voy a tratar de fundamentar. 


Quiero decir que esto surge del trabajo con múltiples actores como los Gobiernos 
departamentales y la academia. Cuando hablo de la academia me refiero a la universidad, que ha 
suscrito convenios que han sido ratificados por los consejos de cada una de las facultades y sus 
correspondientes decanos, porque la academia son también las autoridades y respectivas jerarquías 
de la universidad, que a través de los órganos de esta expresan lo que opinan. En este caso, existe el 
compromiso de la academia de avanzar en convenios específicos con el Poder Ejecutivo para 
fortalecer el resultado de las políticas públicas, que es de lo que se trata aquí. 


El artículo 205 es una modificación al artículo 38 de la Ley n.” 18308 que, entre otras cosas, 
regula la dotación mínima de áreas libres para cada proceso urbanizador, para cada fraccionamiento. 
Allí se establece una dotación mínima de áreas que luego son usadas para equipamiento social, 
cartera de tierras, escuelas, espacios verdes y demás. Este artículo es muy importante para el 
desarrollo urbano y para que este tenga la dotación necesaria de espacios libres. Los Gobiernos 
departamentales —podemos citar muchos ejemplos—, por diferentes razones, entienden que ciertas 
urbanizaciones ya tienen resuelto ese 10 % de área libre, pero como no quieren perderlo intentan 
canjearla en otros lugares donde hay grandes necesidades, considerando la ciudad como un conjunto 
O sistema. 


Este artículo es una modificación que habilita, en casos excepcionales debidamente 
fundados y asegurando la accesibilidad, la conectividad de la zona y la dotación prevista en el artículo 
38, que se pueda canjear al desarrollador parte o todo el porcentaje en otro lugar de la ciudad donde 
existan grandes necesidades porque se urbanizó sin prever los espacios libres. Es una posibilidad que 
han estado buscando los Gobiernos departamentales, pero que la ley no habilitaba. De esta forma, 
excepcionalmente, se les da un marco legal para que lo puedan hacer. 


El artículo 206 también tiene que ver con la manera en que se gestionan y procesan los 
fraccionamientos, es decir cuando se subdividen los terrenos, que es, en definitiva, cuando se 
consolida la ciudad. 


En la formulación inicial del artículo de la ley de ordenamiento territorial que estamos 
modificando se hablaba solamente de suelos urbanos y de suelos potencialmente transformables, 
pensando que la zona suburbana no iba a estar tan prevista. Sin embargo, luego, los Gobiernos 
departamentales y las intendencias, en su implementación, establecieron zonas suburbanas que sí 
tienen actividades habitacionales y residenciales. Entonces, la intención es agregar los suelos 
suburbanos a este artículo para asegurarnos que haya una dotación de áreas libres mínimas 
necesarias en las tres categorías. 


SEÑORA AVIAGA.- Señor presidente: tenemos algunas inquietudes con respecto a los artículos 205 y 
206. 


Especialmente nos preocupa que se esté modificando la Ley n.” 18308 por la vía 
presupuestal, que creemos que no es la adecuada. 


Se hacen modificaciones en materia departamental que nos parece que hacen perder la 
oportunidad de los Gobiernos departamentales de aumentar su cartera de tierras. Lo que rige hasta 
ahora permite que un tanto por ciento de los fraccionamientos sea destinado a la cartera de tierras de 
los Gobiernos departamentales. 


Además, se está fomentando la expansión urbana a lo largo de los caminos y, por lo que 
tengo entendido y por lo que hemos venido trabajando en la comisión de vivienda, se trata de 
consolidar y densificar más las ciudades, aprovechando los espacios urbanos. Con esta modificación 
se iría en el sentido contrario del que se venía trabajando hasta ahora. 


Por otra parte, tenemos entendido de que para realizar los fraccionamientos se necesitan 
todos los servicios que debe brindar el Estado, por lo que se encarecería aún más la gestión de las 
ciudades, que pagamos todos los contribuyentes. 


También quisiera preguntar —ya que se mencionó- si la cátedra de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible fue consultada a la hora de reformar estos artículos de la Ley n.” 18308. A la vez, 
me parece muy importante saber qué opina el Congreso de Intendentes acerca de estas reformas 
planteadas. 


No entiendo por qué, por un lado, se piensa que debe aumentarse la cartera pública de 
tierras y, por otro, con este tipo de normativa se hace lo contrario. 


SEÑOR FREITAS.- Me resulta difícil responder porque toda mi argumentación fue en otro sentido. 
Quizás estemos hablando de dos artículos diferentes. 


En síntesis, el artículo 38 de la Ley n.” 18308 busca asegurar la dotación que prevé la ley en 
un lugar adecuado, en el que estén todos los servicios, para evitar el crecimiento innecesario de la 
ciudad y poder concretar luego los programas habitacionales. 


El artículo siguiente, además, agrega la categoría suburbana para asegurarnos la dotación 
de los servicios, cosa que no estaba prevista. Los gobiernos departamentales la estaban exigiendo en 
algunos casos, pero no tenían un marco legal para fundamentarlo. 


Quiero señalar que este es el resultado de un trabajo que se viene realizando desde hace 
mucho tiempo con los gobiernos departamentales. En este sentido, quiero señalar que el ministerio —la 
Dinot- tiene convenio con los 19 gobiernos departamentales. 


En cuanto a las preguntas a las que la señora senadora refiere “desconozco la existencia de 
esa cátedra específica; quizá la pueda convocar-, estos dos artículos van en la línea del 
fortalecimiento de las carteras de inmuebles y de la posibilidad de acceso al suelo en los lugares 
adecuados. También refiere a asegurar que toda urbanización prevea la dotación necesaria que 
establece la ley para hacer, justamente, espacios públicos, sitios para escuelas y para viviendas 
sociales. 


Continúo con el resto de los artículos, señor presidente. 


El tercer artículo está vinculado a este tema. En este sentido, la ley de ordenamiento, 
aprobada en 2008, no obtuvo la mayoría deseada. Por suerte, ahora hay un fuerte interés en 
respaldarla. Otorga una cantidad de potestades a los gobiernos departamentales. Así lo muestran los 
datos. Así pues, desde 2008 hasta el presente, los gobiernos departamentales han aprobado casi 50 
instrumentos de ordenamiento, planes de ordenamiento de diferentes características, tal como lo 
establece la ley, para hacer frente a sus desafíos territoriales. 


Esta ley, entre otras cosas, además de promover que los gobiernos departamentales 
desarrollen sus planes urbanos y sus directrices departamentales, les plantea una serie de 
herramientas para gestionar el suelo a fin de tener mejores capacidades para incidir, evitar la 
especulación y defender el interés público. Entre ellos podemos citar una herramienta muy potente, 
que se ha usado poco —es parte de nuestra autocrítica tratar de mejorar nuestras herramientas—, que 
es la del derecho de preferencia. La ley estableció un derecho de preferencia para el suelo urbano para 
que los gobiernos departamentales puedan ejercerla. Sin embargo, de acuerdo con la realidad y con lo 
que hemos conversado con los gobiernos departamentales en todo este tiempo en el marco del trabajo 


permanente de cooperación y apoyo que hacemos, que es de ida y vuelta, el derecho de preferencia 
tiene limitaciones para ejercerlo y, por lo tanto, declara el no ejercicio por no tener, de manera 
adecuada, los fondos para hacerse cargo de esa preferencia de compra en el área urbana. 


Lo que busca el artículo es generar, específicamente, una posibilidad para que eso sea 
respaldado por las políticas del Fondo Nacional de Vivienda. Planteo esto porque, por otro lado, 
cuando quieren desarrollarse esas políticas, muchas veces no tienen el suelo adecuado. Entonces, en 
este aspecto se juntan las dos cosas. 


Por esa razón, entendemos que este artículo va a ser muy útil en ese sentido, y su 
implementación va a ser todo un desafío. Entendemos que es algo clave y muy importante, tanto para 
la política urbana como habitacional de los gobiernos departamentales y del gobierno nacional. 


El cuarto artículo que correspondía fundamentar a la Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial, y que ha propuesto el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
para esta rendición de cuentas, tiene que ver también con una definición que se había tomado en cierto 
momento en el marco de la gestión del territorio, que era una modificación a la ley relativa al 
ordenamiento territorial. Se había establecido que había que asegurarse una trama de circulación 
pública para permitir el acceso y la circulación en la ciudad. Para ello, el área de amanzanamiento no 
debía ser mayor a los diez mil metros cuadrados. En este sentido, se ha trabajado mucho con los 
gobiernos departamentales porque, en algunos casos, la realidad ha presentado situaciones donde los 
10.000 metros cuadrados han resultado escasos, ya sea por la presencia de una cañada o porque la 
trama anterior venía con otras áreas. 


En consecuencia, con esta modificación se busca generar ese margen hasta el doble del área 
posible, es decir, llevarlo hasta los 20.000 metros cuadrados, o sea, las dos hectáreas de 
amanzanamiento, según el caso, siempre asegurando la conectividad y la accesibilidad a los espacios. 
Por tanto, reitero, se plantea una modificación a lo que ya estaba establecido, dejando la posibilidad de 
ampliar el área al doble de lo que estaba previsto. Ese es el artículo 208. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse al artículo 209 y siguientes, tiene la palabra el ingeniero químico 
Alejandro Nario. 


SEÑOR NARIO.- El artículo 209 refiere a ser solidarios en las acciones a los profesionales 
intervinientes. O sea, aquellos profesionales que llevan a cabo determinadas obras que incumplan con 
la normativa ambiental son solidarios respecto a quienes también lo promueven. 


(Ocupa la Presidencia la señora senadora Payssé) 


—El artículo 210 faculta a nuestro ministerio a contar con fundaciones asociadas a áreas 
protegidas. Esto es algo muy usual en el mundo y obviamente van a estar integradas por quienes las 
administran. Actualmente tenemos una fundación, la de humedales de santa lucía, aprobada por la 
junta departamental de los tres departamentos, y permite contar con herramientas de gestión y de 
promoción de las áreas protegidas, manteniendo las garantías correspondientes respecto al uso de los 
fondos. 


El artículo 211 refiere a una modificación de la ley general de protección del ambiente, 
dándole más herramientas a nuestro ministerio para la acción en el caso de gestión de sustancias 
químicas. Como ustedes saben, los temas ambientales en muchos casos son de competencias 
concurrentes, y esto nos permite legislar en esos vacíos o huecos que pueden quedar en otros 
ministerios. 


SEÑORA AVIAGA.- Quería hacer una pregunta sobre el artículo 211. En la Comisión de Medio 
Ambiente estamos tratando la ley nacional de residuos; entonces, quería saber por qué este tema de 
residuos químicos viene en la rendición de cuentas en lugar de anexarse al tratamiento que estamos 
haciendo en esa comisión, que me parecería lo más coherente. 


SEÑOR NARIO.- Esto tiene una sencilla razón. Este artículo se refiere a sustancias químicas en 
general y no a residuos en particular. Obviamente, la ley de residuos es consistente con este 
articulado, está visto de una forma armoniosa, pero esto es más general, pues implica sustancias 
químicas peligrosas de todo tipo y no necesariamente residuos en lo que hace a su definición. Esa es 


la razón por la que esto se incluye aquí. Es bastante más amplio que lo que se contempla en la ley 
específica de residuos. 


SEÑORA AVIAGA.- Cuando hablamos de residuos químicos y deposición final de ellos, ¿estarían 
incluidos los lodos residuales de las perforaciones que se están haciendo en busca de petróleo, por 
parte de Petrel por ejemplo? 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Carrera) 
SEÑOR NARIO.- En el caso de que hubiera una legislación con un hueco asociado a eso, sí. 


El artículo 212 refiere a la adecuación de nuestra normativa respecto a un convenio 
internacional que suscribió el país, básicamente el Convenio de Nagoya, que establece una serie de 
requisitos en cuanto a la protección de nuestros patrimonios genéticos y el aprovechamiento por las 
comunidades que tengan el conocimiento de su utilización. Este convenio fue suscrito por el país y 
aprobado por este Parlamento y esta es una internalización de la normativa que exige pertenecer a 
dicho convenio internacional. 


Los artículos 213, 214, 215 y 216 refieren a una modificación muy importante del Código de 
Aguas, pues cambia un enfoque que se basaba en la desecación de humedales, a un enfoque de 
protección de los humedales. Nuestro ministerio es de medioambiente y el enfoque que se está dando 
a estos artículos está orientado a eso. Obviamente, no tiene un vínculo directo con las áreas 
protegidas, como se expresó en sala, y puede llegar a tenerlo o no. Se establecen los mecanismos 
para la protección de los humedales. No implica prohibiciones, sino gestión, análisis ambiental y la 
definición de la protección de algunos humedales por parte del Poder Ejecutivo para poder 
gestionarlos. Ese es el objetivo de este articulado. Es una modernización del enfoque de los 
humedales. Efectivamente, en el pasado se los veía como pantanos que lo único que hacían era 
promover vectores. Hoy en día sabemos el rol que tienen los humedales en la protección del cambio 
climático, en la calidad del agua, en la calidad de los ecosistemas. El Uruguay no tenía una normativa 
adecuada para la protección de estos ecosistemas. Lo que se está haciendo aquí es adecuación. 


SEÑORA EGUILUZ.- Señor presidente: nosotros teníamos alguna duda sobre este articulado y ahora, 
con la presentación que está haciendo el ingeniero Nario, con más razón tenemos dudas. 


En primer lugar, nos cabía la duda de por qué estaban estos artículos dentro de la rendición 
de cuentas, porque claramente no son de materia presupuestal. Aparte de esto, entendemos que la 
fundamentación acerca de la importancia de los humedales amerita otro tipo de discusión legislativa. 
Justamente, quizás el ministerio tenga todos estos datos por sabidos, pero nosotros, que somos los 
que en definitiva terminamos votando y redactando, también deberíamos tener la misma convicción —o 
no- de lo que estamos haciendo. A nosotros nos cabía la duda de por qué estaban acá estos artículos. 
Entendemos que es una postura firme del ministerio, pero también creemos que son temas muy 
importantes que deberían ser debatidos de otra manera. 


Asimismo, señor presidente, la delegación afirmó que no establecen prohibiciones, pero en 
realidad sí se establecen, a no ser que yo tenga un error en la redacción del texto, porque en el artículo 
215, justamente, está la prohibición de la desecación de los drenajes. Ahí hay un tema que para mí es 
muy importante que me lo puedan desentrañar, cuando en dicho artículo dice: «... declarados por el 
Poder Ejecutivo como humedales de importancia ambiental, en consideración a su extensión, ubicación 
o relevancia ecosistémica». Creo que es importante saber cuál es la figura jurídica, qué implican las 
declaraciones en este sentido y cuáles son los criterios que se tienen que tomar en cuenta, porque 
todos sabemos que para hacer cualquier tipo de declaración de esta naturaleza, ya sea en temas 
ambientales, patrimoniales o en los que sea se sigue una serie de protocolos y de características que 
tienen que ir cumpliéndose para que las declaraciones se den, y generalmente tienen que ver con un 
formato. Si hay un cambio tan importante de criterio, como manifiesta la delegación, utilizando un 
criterio que siempre se utilizó en este país —donde se invirtió mucho dinero en secar humedales, 
justamente para expandir territorio— y hoy el criterio cambia, me parece que eso amerita una discusión 
mejor, incluso que nos convenza. Yo no estoy en contra; quizás ese sea el mejor criterio, pero creo que 
no es una materia presupuestal. Desde mi punto de vista, con tanta firmeza, evidentemente me deja 
más dudas, y nosotros no lo podemos sentir de la misma manera del otro lado cuando se establecen 
prohibiciones que, en algún momento, hasta una puede entender que coliden con los derechos de 
propiedad, y seguramente habrá reacciones jurídicas en ese sentido. Quería dejar constancia de eso 
sobre este artículo en particular. 


Hoy cuando hicimos la presentación general quedaron algunos temas sobre los que yo 
consulté. No importa si no los podemos seguir, pero en este tema me parece bien importante dejar la 
constancia en la versión taquigráfica, no para generar debate, sino porque entiendo que no es materia 
presupuestal y que sí amerita un debate parlamentario específico. 


Muchas gracias. 


SEÑORA AVIAGA.- Señor presidente: lamento que sea tarde, pero no puedo dejar de expresar mi 
parecer con respecto a este articulado. Me quedé colgada con el artículo 211 y la respuesta que se me 
dio acerca de las sustancias químicas a las que se pueden referir. Acá en el país hay un problema 
importante y es qué se hace con esos lodos de Petrel que tienen sustancias químicas que se dice son 
inocuas, pero sobre las que está la duda razonable acerca de su inocuidad. Además, hay un grave 
problema en la disposición final de los lodos que contienen esos químicos. Entonces, si hay un tema 
que creo que no puede quedar librado a la regulación, sin respetar la normativa vigente, es este. Acá 
hay una ley de ordenamiento territorial, que creo que hay que respetar en ese sentido, y no se puede 
estar regulando la disposición final de estos residuos sin tener en cuenta los planes de manejo e 
instrumentos territoriales que se tengan que hacer en cada caso. Sé que quizás es antipático que lo 
manifieste, pero es un tema que realmente me preocupa, no solo a mí, sino a todas las poblaciones del 
norte —de Salto, de Paysandú, de Tacuarembó, que están inmersas en estos temas, porque nadie 
quiere esos lodos residuales en su vertedero. 


Entonces, me parece que este no es un tema para analizar dentro de un mensaje 
presupuestal. Preferiría y pido que sea desglosado y que se trate en las comisiones correspondientes 
de Medio Ambiente, que creo que son los lugares adecuados para considerar estos temas, y más si 
estamos hablando de residuos químicos de sustancias respecto a las cuales, como se dice en el 
artículo, no han sido regulados su uso, disposición final, transporte, envasado, etiquetado, etcétera. 
Creo que esto amerita otra discusión, en la que podamos tener visiones integrales con respecto al 
tema y tomar decisiones adecuadas. De manera que no me parece que corresponda que esta norma 
se incluya aquí. 


En cuanto al artículo 214, en primera instancia, cuando uno lo lee, piensa que es positivo, 
pero en verdad acá se está pasando por encima, si lo aprobamos tal cual, del artículo 47 de la 
Constitución, que determina que en lo que se refiere al agua la herramienta a utilizar es el 
ordenamiento territorial, es decir que no puede legislarse sobre el tema mediante proyectos generales 
por zonas incluidos en programas nacionales y regionales. Lamento discrepar, pero si se modifica esto 
estaríamos afectando los derechos territoriales y ambientales de las personas que viven en el territorio. 
Además, estaríamos impidiendo la aplicación de los principios consagrados en la Ley n.” 18308, 
dándole total poder al Poder Ejecutivo. Ejemplos de esto son temas que hoy se están analizando, 
como la ley nacional de residuos. A su vez, es una carta abierta para implementar la ley de riego, las 
directrices nacionales, etcétera, por programas, y no cumpliendo con los mecanismos e instrumentos 
de la Ley n.* 18308. 


De manera que no estoy de acuerdo con ninguno de estos dos artículos y no me parece que 
tengan que discutirse aquí, en esta instancia. No son materia presupuestal. Podemos desglosarlos, 
hacer un trabajo específico sobre ellos y no aprobarlos de esta manera. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Simplemente quiero dejar una constancia. 


El Código de Aguas es una norma del año 1978, y esta mirada del agua cada vez tiene 
mayor significación. Uruguay, como lo afirmaba el señor director de Dinama, ha firmado y ha ratificado 
compromisos internacionales. De manera que el hecho de que le demos esa mirada ambiental 
actualizada al Código de Aguas me parece importante. Por eso son artículos que nosotros, en 
particular, acompañamos y consideramos de relevancia que se incluyan. 


Por otra parte, en esta rendición de cuentas vamos a votar artículos que modifican varios 
códigos. Las modificaciones al Código General del Proceso van a ser fundamentadas por la Fiscalía en 
unos días, y en una sesión anterior se fundamentó la modificación del Código Civil. Además, no es la 
primera vez que en el marco de una rendición de cuentas se ajustan normas que se entiende necesario 
modificar. En este caso, reitero, se trata de normas que tienen que ver con una mirada con la que el 
país se ha comprometido en convenios internacionales. Pero lo debatiremos en su momento. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero hacer una exhortación, señor presidente. Lo que va a quedar en la 
rendición de cuentas lo vamos a decidir los senadores, porque el Poder Ejecutivo simplemente envió 
su propuesta y después se verá qué queda y qué no. Pero pienso que no se trata de discutir aquí con 
representantes del Poder Ejecutivo a ese respecto, ya que se trata de un debate que tendremos 
posteriormente entre nosotros. 


SEÑORA AVIAGA.- Mi ánimo no es discutir sino dejar expresada mi opinión acerca del articulado, y si 
las autoridades del ministerio lo entienden conveniente pueden hacer alguna aclaración al respecto. 


Creo que reformar el Código de Aguas en esta instancia no es un tratamiento adecuado para 
una norma tan importante como es ese código. No se puede ir tomando el código y reformarlo por 
pedacitos. En realidad, tendríamos que darnos esa discusión fuera de este ámbito, en las comisiones 
correspondientes y tratar esa norma en forma integral. El Plan Nacional de Aguas, que se trabajó y 
mucho con este ministerio —en lo personal valoro ese trabajo que se hizo— careció del tratamiento de la 
ley de riego integrado a ese plan. Quiero dejar constancia de que no me parece bien que estos 
artículos formen parte de la rendición de cuentas. 


SEÑORA MINISTRA.- Quiero insistir en que vamos a elaborar las respuestas a las preguntas 
formuladas por los señores senadores en estos próximos tres días, a fin de no seguir ahora con una 
discusión que no nos parece lógica para esta instancia de rendición de cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a las autoridades del ministerio su presencia y la información 
que nos han brindado. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 18:22). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


